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MIEMBROS: Señora Representante Beatriz Costa y señores Representantes Gustavo Bernini, Eduardo 
Brenta, Alvaro Delgado, Gustavo A. Espinosa, Alvaro F. Lorenzo y Jorge Pozzi. 


INVITADOS: — Señor ex Vicepresidente de la Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE), 
doctor Hugo Granuccl. 


SEÑOR PRESIDENTE (Varela Nestier).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Quiero dejar constancia de que el Senador Amaro envió una nota a la Comisión, quien fuera invitado a 
participar hoy en esta reunión, conjuntamente con una serie de materiales y documentos. Aún no he podido 
leer la nota, porque la acabamos de recibir, pero Secretaría entregará toda la información que hemos recibido 
a cada integrante de la Comisión. 


(Ingresa a Sala el doctor Hugo Granucci) 


——— La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Hugo Granucci, quien fue invitado en su carácter de ex 
Presidente de OSE. Seguramente, el doctor habrá podido acceder a las versiones taquigráficas que le hemos 
enviado, donde figuran las expresiones de los actuales Directores de OSE y de su Secretario General con 
respecto a los temas que estamos investigando. 


Lo hemos invitado realmente agradecemos su presencia- a efectos de escuchar su versión acerca de la gestión 
2000-2005, período que estamos analizando en esta Comisión, para conocer sus puntos de vista y opiniones 


respecto de los distintos temas que abarca el trabajo de esta instancia parlamentaria. 


Por lo tanto, si lo considera conveniente, le daríamos la palabra para que exponga lo que crea pertinente y 
luego, obviamente, si la señora Representante o los señores Representantes así lo desean, harán las preguntas 
que correspondan. 


SEÑOR GRANUCCTI.- Buenos días, Presidente; buenos días a toda la Comisión. Yo también agradezco 
la invitación, porque extrañamente en todo este proceso de la OSE, que es largo, conocido y público, 
quizás sea la primera vez que pueda hacer descargos, porque no lo he podido hacer ni en la Justicia, 
que no me habilitó nunca la realización de prueba y la exposición de mis argumentos en el sentido 
opuesto a lo que fue la denuncia, ni me fue permitido un desarrollo argumental propio de un alegato, 
porque solo fui objeto de interrogatorio, y si uno analiza las preguntas advertirá que está orientado a 
tratar de demostrar lo que pretendía ser demostrado de acuerdo con las denuncias presentadas. 


Por lo tanto, agradezco al Parlamento que me haya invitado. 


En segundo término, también creo importante señalar que concurro con mucho gusto porque la 
responsabilidad de tipo penal ha sido asumida, especialmente yo, más que ningún otro, y esto tiene el trámite 
que acabo de señalar. 


En cuanto a la responsabilidad política que creo que es la principal y la administrativa, me debo al 
Parlamento, porque fue el que me designó, no en su conjunto, pero por la forma de designación de los cargos 
de confianza me designó el Parlamento a través de su rama alta y el Poder Ejecutivo en su conjunto. Por lo 
tanto, si a alguien debía yo explicaciones, en primer lugar antes que en otro lado, es, precisamente, al Poder 
Legislativo, que representa la voluntad popular y todo lo que en esta materia se quiera argumentar que, por 
otra parte, suena muy bien. En ese sentido, agradezco nuevamente. 


Es una pena que solo yo concurra y dé mis opiniones con respecto a la denuncia formulada en la vía penal, y 
la reiteración que se hace de esa denuncia en esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde aclarar que el Senador Amaro, quien también fue invitado a 
participar hoy al igual que el actual Diputado Casas envió una nota que aún no hemos podido leer en 
la que se disculpa por no poder estar aquí, además de una serie de materiales que serán distribuidos. 


Por su parte, el señor Diputado Casas había confirmado su presencia, por lo que suponemos que tuvo algún 
percance; tal vez se sume a su comparecencia. 


Quería aclarar este aspecto, para que el doctor Granucci supiera que todos fueron invitados. 


SEÑOR GRANUCCI.- Hecha la aclaración, también tengo la esperanza de que me acompañen. Lo 
digo también porque me parece conveniente que se realice una reunión en la que estuviéramos todos 
presentes, primero, porque el Directorio actúa en conjunto; a veces algunos actuamos en minoría, pero 
por lo general actúa en conjunto. 


La responsabilidad que yo asumí en estos hechos ha sido mucho más significativa que la de los demás 
compañeros del Directorio, y al venir yo solo a explicar también estoy asumiendo una responsabilidad 
adicional, porque parecería que fuera el único investigado en todo esto; el único investigado, el único que iría 
preso y el único que habría concurrido al Parlamento a prestar su versión de los hechos. Entonces, me hubiera 
gustado que hubiésemos estado todos presentes, pero entiendo las objeciones que hace el Senador, puesto que 
en un tratamiento similar al que recibió él no fue igual la respuesta del Parlamento y él se siente, creo yo, 
agraviado por ese extremo. Bueno; yo lo puedo entender. Lo de Casas... Bueno, tal como dice el Presidente, 
tendrá un inconveniente. Pero me hubiese gustado que hubiésemos estado todos. 


En cuanto al tema concreto por el que convoca la Comisión y, en este caso, el de la OSE, no me es fácil 
encontrar un ángulo por el que ingresar a opinar acerca de lo que dijeron el actual Presidente del Directorio, 
uno de sus integrantes y el Secretario General porque leí la versión taquigráfica que gentilmente me mandó la 
Comisión y arranca y va por distintos temas, vuelve sobre algunos; en fin, no es fácil un encare general. Pero 


trataré yo de hacerlo y espero que con las preguntas y las intervenciones del señor Presidente podamos 
orientar las respuestas o las aclaraciones. 


En primer término, la gestión política o administrativa de un Ente tiene distintos aspectos, tal como decía 
hoy; el penal está siendo tratado en la órbita penal y aquí estamos considerando el aspecto típicamente 
político. Podemos analizar cuáles son los objetivos, los lineamientos de política general que se aplican en la 
administración de una empresa como es la OSE, que tiene aspectos económicos, administrativos, pero 
también sociales, y ver cuáles fueron los criterios políticos que se manejaron en cada caso. 


El señor Presidente actual ha hecho alguna referencia en cuanto a la cultura política y administrativa que se 
aplicó durante, diría yo, la historia política más prolongada de los siglos XIX, XX y principios del XXI, y a 
que esta política había cambiado con el ingreso de la nueva Administración, y se refería específicamente a lo 
que fue la designación de cargos públicos o la designación de personal para trabajar en el organismo, y a que 
este cambio había pasado de lo que despectivamente se llamó en algún momento el “clientelismo” a una 
selección por el azar, o más técnica, o más prolija, más transparente y más eficiente. En ese sentido, quiero 
aclarar algunas cosas. 


Primero: creo que la cultura política no cambió y creo que la que aplicamos nosotros fue el resultado de los 
cargos que designamos. ¿Dónde designó cargos la Administración anterior para el trabajo en la empresa? Los 
designó en los niveles inferiores, en los niveles de ingreso, en lo que se llama normalmente el peón de 
bombeo, que ya no existe más; es el último escalafón del esquema administrativo o de la plantilla de 
funcionarios. Ese esquema no requiere capacitación de ninguna naturaleza específica; puede acceder 
cualquiera, basta que sepa leer y escribir y haya ido a la escuela primaria. No se requiere otra 
profesionalización que esa. Para ello no es tan necesario como pasa en otros cargos, en los que se requiere 
una calificación especial tener una consideración singular en materia de ingresos; entonces, el ingreso puede 
hacerse por sorteo, por designación directa o por otros procedimientos. Nosotros lo hemos hecho por dos 
mecanismos; algunos los hemos hecho por sorteo, en algunos casos con referencia a los hijos de los 
funcionarios, o a los habitantes de una localidad, como es Aguas Corrientes, y en otros hemos hecho el sorteo 
contra la voluntad del gremio, que en su momento quería que fuera solamente entre sus afiliados, con lo cual 
ya no se trataba solo de cumplir con la condición general de ser ciudadano hábil para ocupar un cargo 
público, sino que había que tener una afiliación política o sindical específica, cosa a lo que nosotros nos 
resistimos. Entonces, nosotros hicimos el ingreso por sorteo abierto o por sorteo semi abierto. La otra 
modalidad fue la de designación directa. 


En cuanto a la objeción de la designación directa, yo realmente no participo porque creo que el sorteo no da 
seguridad de nada, de que podamos elegir efectivamente a los que precisan trabajar o a los mejor dotados de 
una lista que se presenta. Simplemente puede responder... Bueno, simplemente no, responde a la casualidad o 
al azar. Y los sorteos practicados por la OSEÉ específicamente durante esta Administración ni siquiera reúnen, 
en este caso, transparencia. Tengo alguna información no sé en qué medida puede ser corroborada de que 
luego de muchos sorteos que se hicieron algunos de los que participaron pidieron que se les mostrara la 
bolilla donde estaban sus nombres y resulta que cuando abrieron todos los nombres que estaban en el 
bolillero no figuraban todos los anotados. Entonces es el azar, y es el azar ayudado, de alguna manera, y eso 
parece que sucedió en más de un sorteo. Así que lo de los sorteos se puede relativizar de muchas maneras. 


¿Cómo elegimos nosotros? Elegimos en función de las necesidades que nos iban planteando de distintas 
maneras: gente que concurría al Directorio, gente que conocía a algunos Directores, de todos los pelos 
políticos, sin elegir a alguno en especial; la prueba está en que luego los resultados electorales nacionales dan 
prueba de que no hubo posibilidad de clientelismo político. En mi caso personal menos aún, porque no fui 
candidato a absolutamente nada: ni a Diputado, ni a Senador, ni a convencional ni a Edil; absolutamente a 
ningún cargo electivo; no participé de las elecciones nacionales de 2004. Quiere decir que la elección que se 
hizo de ese personal en forma directa fue en atención a las necesidades que manifestaban y que podíamos 
apreciar de los innumerables casos que se presentaban, de los que podíamos elegir, y con un límite muy 
especial: que la Administración estaba especialmente vedada del ingreso de funcionarios públicos. Y esta 
cultura de la veda del ingreso de funcionarios públicos es una cultura que pertenece a los partidos 
tradicionales que habían gobernado el país anteriormente. Es más: yo, específicamente, en el año 1985-1986, 
por iniciativa combinada con el Poder Ejecutivo, establecimos la primera prohibición de ingreso de 
funcionarios a la Administración Pública en la búsqueda de lograr un achicamiento del Estado por el lado del 
personal permanente que teníamos, con algunas excepciones. Ese fenómeno luego se repitió en 


Administraciones siguientes y así se mantuvo. Cuando asumimos en 2001 en la OSE nos alcanzaba esa 
prohibición con la salvedad específica de los cargos de ingreso en el escalafón, que eran los más necesarios 
para las operaciones diarias. En ese sentido, se eligió ese camino, que creo que fue atendiendo a las 
necesidades de la gente, que no tuvo finalidad clientelística, por lo menos en lo que a mí respecta, que 
atendió a las necesidades que la ciudadanía planteaba y en algunos casos se aplicó también el sorteo. 


En los otros cargos, en los cargos de mayor jerarquía dentro de la Administración, no se designó a nadie, 
absolutamente a nadie, y se trató de orientar o de mejorar la ubicación del personal con el cual se contaba. No 
hubo ingresos de otras Administraciones, ni de otros organismos del Estado que vinieran a ocupar vacantes 
en la estructura presupuestal de la OSE; o sea que en los cargos de mayor jerarquía donde sí se puede exigir 
capacitación adicional, ahí no hubo ingresos por este mecanismo. 


Entonces, ¿con qué podemos comparar esa cultura para ver si varió? Podemos compararla con la que 
tenemos ahora, con la cultura que aplicó ahora la OSE. 


Como decía, en materia de sorteos se aplicó el criterio, a veces no tan transparente, de generar dudas sobre si 
estaban todos los que se habían anotados para ser sorteados. En cuanto a los cargos de confianza o los cargos 
técnicos de jerarquía superior diez, doce, trece, catorce, quince, dieciséis del escalafón administrativo de la 
OSE, pusieron cargos de todo tipo, trajeron gente de todos lados, designaron en forma directa, o sea que la 
transparencia, la objetividad, la ecuanimidad y el clientelismo político sí estuvieron presentes y están 
presentes ahora. Por lo tanto, si el Presidente actual de la OSE se refería a la cultura política, yo pertenezco a 
una cultura política que tiene más transparencia, que tiene más honestidad, que tiene más efectividad y que se 
rige por criterios que no pueden ser señalados con esta facilidad en cuanto a la orientación política de los 
designados. 


Tengo acá no lo voy a mostrar numerosas designaciones y adjudicación de cargos, adjudicación de 
categorías, transformación y alteración del orden jerárquico de la estructura presupuestal, que es tan difícil de 
armar, que es tan sencillo de alterar y que es tan difícil de corregir una vez alterado. Y si es con respecto a esa 
cultura política, yo me reafirmo en la cultura anterior. Creo que actuamos con efectividad, que actuamos con 
honestidad y que actuamos con eficiencia, y la Administración y la OSÉE pudieron dar agua todas las horas 
del día, los trescientos sesenta y cinco días del año, con seguridad, con calidad, con transparencia y sin tener 
los accidentes que sí tuvimos y que fueron graves en esta materia del suministro de agua potable, que es el 
principal cometido de la OSE, durante esta Administración. Todos recordaremos el episodio de los más de 
veinte días de turbiedad del agua entre diciembre y enero de 2005 y 2006, episodio que no se conoce en la 
historia de los cincuenta años de OSE. Y lo tuvimos aquí, lo tuvimos con esta Administración, lo tuvimos con 
esta forma de designación, lo tuvimos con la forma de designación del personal jerárquico superior, lo 
tuvimos siendo responsables del suministro de agua potable para la región metropolitana. Un funcionario que 
fue objeto de una sanción severísima por haber tenido unos accidentes en el manejo y en la operación del 
suministro de agua potable en Montevideo, que determinó hasta la inundación de los seis pisos del edificio de 
la OSE, fue el que fue puesto a cargo de la administración, y es a él a quien le pasa el accidente, que hasta el 
momento no había tenido antecedentes en la historia de la OSE, sea esta pública o privada. Entonces, si es 
con respecto a esa cultura, yo me ratifico. 


Con respecto a la otra cultura, que puede ser la buena administración económica o financiera, antes de entrar 
a los temas concretos de esta administración financiera, digamos que también me ratifico de la anterior. 


Cuando nosotros tomamos la Administración a principios de 2001 creo que en enero casi sobre la crisis 
financiera, una de las más severas que sufrió el país, teníamos una Administración Pública que, como todos 
saben, contaba con distintos tipos de ordenadores de gastos a distintos niveles: el Directorio como ordenador 
primario y distintos ordenadores secundarios. 


Cuando yo asumí en la OSE estaba esa forma, pero había un sinnúmero de ordenadores secundarios; creo que 
llegaban a sesenta ordenadores secundarios que podían realizar gastos hasta el doble de la compra directa 
todas las veces que quisieran, todo el tiempo que pudieran por día, o sea que no estaban limitados a hacer 
solamente una compra directa. Supongamos el Gerente de Recursos Humanos, que podía hacer una compra 
directa creo que en aquel momento era de hasta US$ 5.000 por día o por mes... No, podía hacer tantas 
compras directas como pudiera hasta US$ 5.000 según se le planteara, lo cual hacía imposible el control 
financiero y el control del gasto por parte de la Administración. ¡Y de estos eran como sesenta! Estaban todos 
los Gerentes Generales, que son como dieciséis, todos los Subgerentes Generales, los fondos permanentes 


que existían para aplicarlos a obras concretas, todos los Gerentes Regionales, los Gerentes Departamentales o 
Jefes Departamentales, los Subjefes Departamentales, y así llegamos a un número de sesenta que podía gastar 
hasta el infinito, sin poder tener la Administración, y menos el Directorio, el control financiero de la gestión y 
del gasto. Por medio de una resolución creo que la N” 1054 de 2001 logramos la reducción al Directorio y a 
tres Gerentes, al Gerente General y a los dos Subgerentes Generales Administrativos, y se crearon cuatro 
fondos permanentes, limitados a eso, administrados por los cuatro Gerentes Regionales de las cuatro regiones 
en las que se dividía el país. O sea que se fue de sesenta a cuatro personas. Y eso solamente hasta el monto de 
la compra directa. 


Creo que esta es una primera indicación de corrección y de claridad en la gestión, para saber cómo se hace el 
gasto, hasta dónde se hace el gasto, cómo se controla este gasto y cómo se ajusta el gasto al movimiento 
presupuestado previsto. 


Esta cultura que yo creo que aplicamos durante el 2001 nos permitió algunas cosas muy importantes. Nos 
permitió pasar la crisis del 2001 y del 2002 sin perder clientes, sin perder facturación en pesos, sí en dólares, 
porque la relación con el dólar pasó de $ 14a$25 a $ 28 y hasta $ 30, y mantener el mismo nivel de clientes, 
el mismo nivel de morosidad y la misma efectividad en el servicio. Eso es una política de administración creo 
yo exitosa, porque logramos eso. 


Luego de ello, empezamos a despegar y logramos salir. Ese mismo período de 2001 al 2005, en que pudimos 
hacer ese control en la gestión administrativa, nos permitió realizar los recortes de gastos que atendieran la 
reducción de la recaudación en pesos, los compromisos que teníamos en dólares, porque el endeudamiento en 
dólares anterior era importante, y encarar la realización de obras que creo, hasta ahora, van a ser inigualables 
por este Directorio y, quizás, por el que venga, y le digo por qué: porque en ese mismo período logramos, en 
materia de saneamiento, terminar la obra de tratamiento de aguas residuales de la ciudad de Rivera; hicimos 
la planta de tratamiento de agua residual de la ciudad de Tacuarembó, la de Paso de los Toros, hicimos la de 
Durazno, la de Florida, hicimos la de Sarandí Grande, la de Canelones por la Ruta N* 5; todas las plantas de 
tratamiento para atender las principales ciudades que hay a lo largo de esa Ruta Nacional. Y por el lado de la 
Ruta Nacional N* 8 hicimos la planta de Minas, la planta de Treinta y Tres, la planta de José Pedro Varela y la 
planta de Melo, que tenía más de diez años y más de un compromiso de un Diputado de más de un partido 
político, y eso lo logramos hacer con esa Administración que logró contener el gasto, disciplinar a los 
funcionarios que gastaban y poder tener los niveles de inversión que el país precisaba en ese momento, de 
acuerdo con los recursos que el país tenía, dando obra en el peor momento de la crisis del país. Y no 
solamente lo hicimos por ahí. También hicimos la planta de San José; también hicimos la planta de Cardona, 
modificamos la planta de tratamiento que permitió la cobertura total en Río Negro, y también lo hicimos en 
Paysandú. Hicimos los efluentes de aguas servidas de la ciudad de Paysandú donde está la industria textil y 
de cuero que, como ustedes saben, es altamente contaminante, con lo cual permitimos niveles de pureza en el 
agua del Río Uruguay, que es de donde se toma para todas las ciudades litoraleñas muy importantes. 


O sea que en ese esquema la política seguida en materia financiera fue exitosa y en materia de inversiones me 
parece que insuperable, porque podríamos después analizar la única obra que se le conoce a este Gobierno o 
a esta Administración, que es la sexta línea de bombeo, y ahí podemos empezar a hablar sobre los aciertos en 
la política de designación de obras, que lo haré si el tiempo nos alcanza. 


Entonces, en la cultura de la designación y la administración del recurso humano, yo creo que me ratifico de 
la anterior y reniego, condeno y señalo la inconveniencia, si hacemos comparaciones, con la política que hoy 
se aplica. 


Tengo aquí, por ejemplo, la designación de una ex Diputada, que tanto me había citado a mí al Parlamento en 
su momento, la señora Barreiro, quien salió de aquí y se fue de Secretaria General o Asesora al Directorio de 
OSE con categoría 16 y debe ganar casi como un legislador, sin ningún mérito muy conocido para poder 
ocupar ese cargo. Lo mismo podríamos decir de los pases en comisión de funcionarios técnicos de otras 
dependencias del Estado y también de personal traído de las Intendencias Municipales que ocupan cargos que 
son de relevancia técnica y que por las resoluciones y por lo que yo he visto es difícil que puedan acreditarlo. 


Y en materia de personal, también. Creo que es del caso señalar que nosotros recibimos una administración 
profundamente alterada en lo que es la pirámide administrativa. ¿Por qué? Porque durante el año, creo que 
1991 yo no estaba y no me acuerdo muy bien existía una pirámide de cargos de acuerdo con las funciones y 
los cometidos asignados a la empresa. Esta estructura de cargos ocupada por los distintos funcionarios 


designados por el mecanismo del concurso o no, o de manera directa, no sé, tenía una determinada forma. 
Luego de ello, sucesivas Administraciones fueron asignando personas a quienes les adjudicaban por ejemplo 
la Gerencia o la Subgerencia de Recursos Humanos; por ejemplo, tenían categoría 7 y pasaban a tener 
categoría 16; le pagaban la compensación y pasaban de ser el último orejón del tarro al primero de una 
subestructura administrativa. Así pasó, al punto que llegaron a distorsionarse por completo los mandos, el 
principio jerárquico y la buena administración del recurso humano en la OSE. Cuando llegamos nosotros, 
creamos una Comisión para que se encargara de esto, a pesar de todas las dificultades que esto tiene porque 
es más que conocida la resistencia de las estructuras administrativas, y especialmente humanas, a los 
cambios, por lo que no es necesario ejemplificar. Sin embargo, impedimos la asignación de funciones y el 
traslado de personal inferior a cargos de superior responsabilidad sin el pago de las compensaciones 
correspondientes; eso se detuvo todo a la espera de armar una estructura administrativa en la que los derechos 
de los funcionarios estuvieran absolutamente garantizados. Lamentablemente, esto se alteró cuando empezó 
esta Administración que le imprimió una nueva cultura política, que es otra vez la misma de asignar por 
encima. Por ejemplo, Anastasía, una señora que ocupaba la categoría 7, fue designada en la categoría 16 en el 
año 2004; en el presupuesto de 2007, se creó el cargo con el cual le habían cometido las funciones y hoy 
ocupa el cargo categoría 16. O sea que pasó por encima de todos sus compañeros de trabajo alterando esa 
pirámide, esos derechos, esas garantías que deben tener todos los funcionarios públicos. Eso pasa ahora. 
Contra eso yo me rebelo; durante muchos años fui funcionario público y afirmo que esta es de las cosas que 
más afectan a un funcionario, que más alteran, que más irritan y que más agravio causan. Eso pasa 
sistemáticamente y estamos tapados de recursos. Pero esto pasa en esta Administración. 


O sea que, con respecto al pasado y a la administración de los recursos humanos, creo que las directivas que 
aplicamos, los objetivos que perseguimos y los logros que obtuvimos son más que significativos, que se 
defienden por sí mismos y que se han contradicho con lo que ha sido esta Administración en la que ha 
primado, no podría señalar el amiguismo, pero sí ciertos compromisos que alteran la regularidad en la 
designación de cargos. 


Con respecto a la administración financiera, es lo que les decía. Pasamos la etapa más difícil del país; 
ordenamos la administración financiera; ordenamos la inversión del recurso y orientamos la obra para el 
cumplimiento del cometido que tenía la Administración que es fundamental: el agua potable y el 
saneamiento. Pero el Uruguay tiene problemas de saneamiento y no de agua potable. Nosotros teníamos el 
98% de cobertura de toda la población urbana o suburbana del país. Las dificultades las teníamos en el 
saneamiento, en el que no alcanzábamos el 50% de cobertura de la población urbana y suburbana. Entonces, 
ahí había que poner el acento y allí pusimos el acento, y así realizamos las obras que acabo de relatar y 
señalar, algunas inauguradas por esta Administración sin referencias al pasado. 


Entonces, en esta materia, creo que también podemos exhibir éxitos en materia de políticas de la 
administración de la empresa del Estado y del cumplimiento de los cometidos que se le han asignado. 


Como decía, teníamos una cobertura de agua potable del 98%, y ubicamos un problema, que aún sigue 
siendo, que es la marginalidad. ¿Dónde tenemos problemas para llegar a ser un país pocos países tienen el 
mismo nivel de cobertura que tenemos nosotros con una cobertura del 100%? ¿Dónde estaban focalizados los 
problemas? En la población dispersa de la ruralidad del país y en algunos asentamientos de los perímetros 
urbanos de las capitales más importantes. Es ahí donde teníamos que atacar. Y eso fue lo que se hizo. Se creó 
un Grupo de Trabajo que estaba orientado a realizar este cometido social, que era lograr llegar al 2%, 3% o 
4% que le faltaba cobertura de agua potable confiable y segura; todos tenemos agua potable porque, de otra 
forma, no se puede vivir. O sea que, de alguna manera, agua tienen. Hablamos de agua potable segura y 
confiable. Eso era lo que teníamos que hacer. Y creo que eso también se logró porque se hizo una extensión 
de cañería no recuerdo ahora exactamente que supera los 2.500 kilómetros; es como si pusiéramos un caño 
que empezara acá y que terminara en Río de Janeiro; y hemos hecho más de 70.000 nuevas conexiones en un 
número de clientes que rondaba los 800.000. Algunas cifras siempre más optimistas del personal permanente 
de la OSE lo situaban en 1:000.000. Yo creo que estaba en 750.000 u 800.000, y estuvimos rondando las 
850.000 conexiones de agua registradas, contratadas. En este aspecto, llegamos a poblaciones rurales muy 
dispersas, como Las Flores y toda una serie de pueblos chicos en todo el país, y también a los asentamientos 
en la periferia de algunas ciudades como Montevideo, Río Branco entre las que me acuerdo, Melo, Artigas. 
Ahí fuimos con una doble política: tratando de llegar con una determinada calidad de suministro segura en 
cuanto a la calidad del agua y logrando la incorporación como clientes regulares para utilizar el agua como 
un instrumento de socialización positiva. Esto es: la gente que estaba en los asentamientos normalmente 


robaba agua; se conectaba clandestinamente. El asunto no era solamente darles agua segura sino también 
generar la conciencia que por el servicio que se presta se tiene que pagar y que en ese pago por el servicio 
prestado existe una solidaridad implícita entre todos los sectores de la sociedad, que es de dos tipos: primero 
por el servicio que se presta y luego por la finalidad sanitaria que el servicio cumple. Ahí también logramos, 
con una tarifa fija, conectar regularmente e incorporar al servicio de clientes regulares a un número que no 
recuerdo exactamente que supera varias veces las decenas de miles de clientes. En Salto, en el Complejo 
Horacio Quiroga, que eran deudores consuetudinarios y, definitivamente, consumidores clandestinos, se 
regularizó a la mayoría. O sea que en este aspecto también creo que tuvimos algunos éxitos. Llegamos a la 
población más carenciada con lo cual cumplimos una finalidad social perseguida; llegamos a esa población 
carenciada sin afectar los recursos del organismo porque este equilibraba los servicios y los costos de esas 
ampliaciones con sus ingresos del resto de sus clientes y logramos socializar positivamente en la medida en 
que convertíamos de clientes clandestinos a clientes regulares y legítimos. Me parece que ese también fue 
otro éxito que hay que señalar; creo que esta Administración no cambió la política en este aspecto y seguirá 
desarrollándola. Tampoco se dice nada en las denuncias en ningún lado, pero me imagino que no estarán en 
contra de llegar a esa población. 


Y a estas poblaciones se llega, por un lado, con el agua potable como decíamos, que tiene una repercusión 
directa en el estado sanitario de esas poblaciones y, por otro, asegurándoles el agua potable por perforaciones, 
que fue el otro gran trabajo que se hizo en el interior del país. Escuché las declaraciones del Presidente o del 
Secretario General de la OSE actual en cuanto a que habían hecho 22 perforaciones en el interior, que es lo 
que hacían más o menos por año y que eso representaba casi US$ 1:000.000, o algo por el estilo, y que así 
podrían hacer 32 escuelas. En el primer año, yo fui responsable de la creación de este Grupo de Trabajo para 
las poblaciones más dispersas del interior y, especialmente, para las escuelas, y logramos hacer reitero que en 
el primer año algo así como 138 escuelas en todo el país. O sea que no 22 sino 138, y tengo en mi poder 
cuánto me costó cada escuela. Después puedo dejar dicha información a la Comisión para que vean dónde 
fue la escuela, cuándo se inició, cuánto costó, quién la hizo, y eso lo tengo aquí porque no son 22 sino 138 
que pasaron por la Vicepresidencia a pedido de ellas. ¿Por qué a pedido de ellas? Porque a iniciativa nuestra, 
en conexión con la Administración Nacional de Educación Pública, tratamos de hacer un convenio. Ahora 
escuché declaraciones del Secretario General actual en el sentido de que habían hecho un convenio con la 
Enseñanza Pública para que no seamos nosotros los que elijamos dónde se hace la escuela ni que sea a 
demanda de ellas, sino que se siga un plan en función de los conocimientos que el propio ente encargado de 
la Enseñanza Pública tenga de la situación edilicia y de población escolar. Nosotros nunca lo logramos. 
Nunca logramos que la Administración Nacional de Educación Pública nos diera esa información para poder 
hacerlo, pero, como se fueron presentando demandas, luego lo pudimos canalizar y hacer. Aquí tengo los 
montos. Son 132 escuelas esa es más o menos la suma y se debe multiplicar por el número de meses en que 
se trabajó y por el monto asignado a ese grupo de trabajo. Con respecto a esto, a los crecimientos que hubo, 
que también los señala el Secretario General o el Presidente, empezamos con $ 300.000 para las 
perforaciones y $ 400.000 o $ 450.000 para los asentamientos o población irregular, y terminamos con 

$ 1:050.000. Si uno toma el tipo de cambio en 2001 y en 2003 o 2004, que es cuando se toman los 

$ 1:050.000, verifica que esto responde justamente al crecimiento del tipo de cambio. O sea que el 
crecimiento básicamente de los insumos de este tipo de trabajos, que son las cañerías de PVC son todos 
importados y cotizados en dólares en el mercado interno, son de pago contado, etcétera, responde 
exactamente al movimiento del tipo de cambio en el período considerado. Es decir que no hay ninguna cosa 
rara ni sospechosa. Es eso: $ 300.000 más $ 450.000, o sea, $ 750.000 en 2001, representan lo mismo que los 
$ 1:050.000 en 2003. Esto estimado en dólares. ¿Por qué? Porque en dólares son los insumos. 


O sea que en materia de los objetivos de la OSÉ creo que también se cumplió con acierto y no hubo 
objeciones en las compras directas, porque fueron siempre mucho más baratas que las realizadas por 
licitación las que también se hicieron y me voy a referir a ellas, y tampoco hubo objeción alguna en ninguna 
de las obras que señalé, que fueron hechas por licitación. Me refiero a las plantas de tratamiento de Rivera, de 
Tacuarembó, de Paso de los Toros, de Florida, de San José; todas fueron hechas por licitación y nunca hubo 
la más mínima objeción a esas licitaciones. O sea que la transparencia en ese aspecto, cumplida por la 
estructura administrativa permanente de la Administración, no recibió objeciones. Y con relación a la política 
seguida en cuanto a los cometidos asignados a la empresa del Estado me parece que tampoco, por la 
descripción de las obras realizadas. 


Hago una breve digresión en cuanto a los costos entre la ejecución directa por parte de la Administración del 
sistema o la distribución de agua potable en asentamientos y lo ejecutado a través de licitaciones. Es muy 


claro porque hay una sola licitación que creo que es la del asentamiento llamado 9 de Junio, ubicado en 
Camino Rafael y Capitán Tula. Son no recuerdo si 3.500 conexiones o algo más y se hizo por una ampliación 
de convenio con el BID. El BID quería participar en este tipo de trabajos, quería bajar la asistencia a una 
efectividad más directa con respecto a los usuarios más carenciados y entonces hicimos una ampliación del 
préstamo del BID y lo aplicamos específicamente con este objetivo. Salió seis veces más que si lo hubiese 
hecho la OSE en un tiempo doblemente largo. O sea que esa fue una mala experiencia. Y el otro funcionó 
realmente bien. Funciona mal porque a veces no es fácil hacer esas obras tan complejas a través de ese tipo 
de licitaciones. Voy a ir repasando ustedes me corrigen cualquier cosa el aspecto del recurso humano, el de la 
administración financiera, y el de la ejecución de las obras asignadas a los cometidos de la OSE. 


Otro aspecto que está vinculado al cometido o al mantenimiento de los bienes de la OSE está referido a las 
denuncias al mantenimiento de la flota automotriz. Y señala el Secretario General de la OSE que mientras 
que nosotros teníamos previsto un gasto de $ 16:000.000 para el año 2005, ellos gastaron alrededor de 

$ 6:000.000 únicamente. Esto francamente no es así; es una verdad a medias, absolutamente a medias y 
peligrosamente a medias. Primero: en cuanto a la flota automotriz que nosotros teníamos, las camionetas eran 
del año 1979 y teníamos una prohibición expresa del Poder Ejecutivo de adquirir o de renovar la flota. O sea 
que no podíamos renovar la flota; teníamos que atender a esa flota. Esa flota es del año 1979 y está rota, 
gastada, casi deshecha. Y se sustituía en parte con la asistencia de los fleteros del interior y en parte con la 
reparación de las flotas. Esa reparación era tan diversa que era difícil hacer licitaciones para que fueran 
atendidos los distintos requerimientos que se iban planteando. Se trataba de roturas tan difíciles cosa que no 
se dice que hasta aún hoy sigue sin hacerse una licitación para aplicarla a la reparación de la flota en su 
conjunto. O sea que si la denuncia se refiere a que no hacíamos licitaciones para eso, no las hicieron las 
Administraciones que nos precedieron a nosotros, no la pudimos hacer nosotros ni la puede hacer la actual 
Administración; hay un informe de finales de 2008, creo que del Contador Haramburer, que es un excelente 
profesional de la OSÉE, que dice que no se puede hacer por la complejidad y la vetustez de la flota y por la 
imposible imprevisibilidad de los desperfectos que sufre. Ese es el último informe con respecto a la flota. 


Entonces, durante 2005 previmos un gasto de $ 16:000.000. Ellos dicen que gastaron $ 6:000.000. No; 
asignaron $ 6:000.000 en cuanto asumieron y terminaron asignando los $ 11:000.000 restantes sobre el final 
del año en otra resolución. O sea que dividieron los $ 16:000.000 que ya tenían asignados en $ 5:000.000 y 

$ 11:000.000 y les da $ 16:000.000. Esa es la cifra en que termina al final del año. En febrero de 2006 no es 
que dejan sin efecto la partida y la eliminan del presupuesto o la reducen a los $ 6:000.000 que efectivamente 
dicen haber gastado. No. Vuelven a confirmar los $ 16:000.000 y cuatro meses después ratifican y reiteran el 
gasto frente al Tribunal de Cuentas que se los había observado por las mismas razones que nos habían 
observado a nosotros, y con la misma argumentación. En el considerando segundo de la resolución que 
ratifica el gasto dice las mismas cosas que decíamos nosotros en cuanto a la vetustez, a la dificultad de la 
designación de las reparaciones a hacer y demás. Exactamente lo mismo, exactamente por el mismo monto, 
afectado exactamente a lo mismo y llevado un año y pico después que nosotros ya no estábamos en la 
Administración. Con una diferencia muy significativa: que durante ese período de 2006 durante 2005 y ya en 
2006 contaban con 150 camionetas cero kilómetro adquiridas por una licitación de compra por “leasing”. O 
sea que tenían 150 camionetas cero kilómetro, que sustituían de alguna manera a 150 vehículos de los 300, o 
creo que 250, del parque anterior, pero aplicaban para la reparación la misma cantidad que aplicaba la 
Administración que parecía ser despilfarradora, por no decir corrupta o poco transparente, en cuanto a la 
asignación del gasto. ¡Exactamente el mismo monto! Pero teniendo 150 camionetas. Y no conforme con esto, 
el otro efecto de la mala administración: la ampliación de la licitación sin nueva licitación por un monto 
similar de camionetas a ser suministradas a la OSE. Y al año siguiente, 2007, y en el 2008, otra vez manejar 
los mismos montos para reparación de flota. Otra vez sin ningún tipo de licitación. 


Entonces, yo admito que se diga que estuvo mal yo mismo creo que estaba mal y lo señalamos en más de una 
oportunidad durante las sesiones del Directorio que no se hicieran licitaciones para este tipo de cosas porque 
rompe los ojos que hay que hacerlas. Sistemáticamente, los servicios decían que no se podían hacer y por lo 
tanto las postergaban. Otro de los elementos que hay que tener en cuenta después es cómo se comportan los 
servicios, cómo se comporta la conducción política y qué facultades tiene la conducción política de llevar 
adelante efectivamente sus decisiones. Esa es harina de otro costal, pero está vinculado. Entonces, cuando se 
señala una denuncia con respecto a la administración política de la OSE, en cuanto al recurso de 
mantenimiento de flota, digo que la Administración siguiente pierde la jerarquía moral para imputar nada 
cuando repite lo mismo contando con mejores recursos. Para poder hacer la objeción debería haber hecho 
algo mejor y no teniendo más elementos y más cosas, repetir las mismas inconsecuencias que señalan como 


denuncias y que terminan siendo objeto hasta de una denuncia penal, específicamente porque se refiere en 
este caso hago una digresión personal a mandar sistemáticamente creo que también lo dicen aquí al taller 
Puerta Grande y que a Puerta Grande le pagaron una boleta por $ 500.000. En primer lugar, la boleta por 

$ 500.000 es imposible de pagar; eso debe responder no conozco el asunto pero lo puedo decir a ojos 
cerrados a varias boletas que deben responder a varios trabajos sucedidos a lo largo de un período de tiempo 
que no debe ser breve. Porque era este taller según tengo entendido uno de los pocos talleres que daba crédito 
a la OSE. Por lo tanto, deben haber juntado varias boletas y cobraron todo junto, en un día solo, varios 
trabajos realizados en distintas oportunidades. En segundo lugar, esas reparaciones que se mandaban de los 
Directores a Puerta Grande, como todos saben, era por otros motivos que también podemos aclarar. Yo 
manejaba mi auto particular, así que a Puerta Grande nunca mandé un auto. El mío ni siquiera podía ser 
reparado ahí; ni nunca mandé a los asignados a mi servicio porque nosotros no trabajábamos con Puerta 
Grande. Yo usaba mi vehículo particular y no podía ser atendido por Puerta Grande porque la tecnología que 
tiene no era para ese taller, aunque se dijo que yo lo mandaba ahí. En alguna declaración de un funcionario 
permanente de la OSE se dice que yo le había dado la orden de mandar mi auto ahí, pero nunca fue así. Ni 
siquiera usaba el auto oficial, que era un Toyota, que tenía cierta jerarquía; yo usaba mi auto particular, que 
me resultaba más cómodo. 


Entonces, en lo que refiere a la flota no hubo en absoluto un sesgo intencionado para obtener beneficios o 
aportarle beneficios a un tercero, ni nada por el estilo; era el resultado de una situación que heredamos de un 
parque automotor muy viejo, que era muy difícil de reparar, con una OSE que cuando nosotros asumimos 
estaba pagando a ciento ochenta, a doscientos diez días o más. Nosotros tratamos de ponernos al día, y 
terminamos pagando a proveedores a los treinta y sesenta días. Puerta Grande, que era uno de ellos, 
financiaba y, por lo tanto, debe haber obtenido algunos pagos concretos muy grandes, superando lo que 
puede ser la compra directa porque debe haber acumulado varios pagos distintos. Esto con respecto a la flota 
automotriz. Eso es más o menos lo que se señalaba en la denuncia. 


En cuanto a las perforaciones, se hace referencia también a que sobre el cien por ciento de las perforaciones 
realizadas durante la Administración 2001-2005 se hizo una investigación o un muestreo sobre el 47%. 
Parece bastante raro porque no fueron siete mil perforaciones; fueron algunas más. Creo que ellos mismos 
señalan que son algo más de veinte. Si son algo más de veinte perforaciones, perfectamente pueden haber 
sido analizadas las veinte y ver quién las hizo, dónde las hizo y cómo se hicieron. Hay alguna perforación 
hecha en algún club del interior, de lo que realmente puedo dar poca respuesta, pero puedo imaginar que se 
debe a la colaboración a que está habilitada la OSE por decreto. Toda la Administración pública puede hacer 
colaboraciones con la sociedad civil a través de un decreto de la Administración Sanguinetti que habilita este 
tipo de tareas. Lo que hace la OSE son perforaciones. La mayor parte de las perforaciones, las que no están 
objetadas, fueron hechas regularmente a través de un convenio con las Fuerzas Armadas, que tiene el equipo 
de perforación. Se utilizó un equipo de la OSE de los dos que tiene uno estaba en actividad, el otro no, y el de 
las Fuerzas Armadas. Se señalan dos en Montevideo, uno en el Centro de Protección de Choferes, de la que 
no puedo dar explicación porque no la conocí, no pasó ni aprobó el Directorio, y no sé por qué motivo se 
realizó en ese club. Señala la Vicepresidenta actual del organismo que hubo una perforación en la Guardia de 
Coraceros. Esa perforación la conozco muy bien porque la hice yo; la hizo la OSE a través de un convenio 
con la Guardia de Coraceros, con el Ministerio del Interior. Ese convenio fue firmado por el Ministro del 
Interior y el Directorio de OSE para realizar esa perforación, lo que no se señala cuando se indica a esta 
como un desvío de los cometidos. Se hizo así, y se hizo a cambio de depositar las UPA que fabricaban las 
metalúrgicas a demanda de la OSE; las estoqueaban en sus establecimientos y le cobraban a la OSE por 
metro cuadrado de depósito más la seguridad que requiere la custodia de este tipo de bienes. En este caso se 
hizo un convenio con la Guardia de Coraceros; se le hizo una perforación que no era para desconectarlos del 
suministro de agua potable de OSE, sino para utilizarlo en un estanque que tienen para la higienización de los 
caballos y otras cosas. Eso se hizo a cambio de que pudiéramos depositar en el predio de Guardia de 
Coraceros todas las UPA que iban fabricando las distintas compañías dedicadas a eso. Entonces, 
abaratábamos el gasto de depósito y custodia, lo pasábamos a la guardia de Coraceros y la OSE le hizo una 
perforación para la cual contaba con los recursos para ello. Esta perforación no fue hecha entre gallos y 
medianoches o en forma secreta, sino que fue hecha por un convenio, que debe tener el Ministerio del 
Interior y debe tener, sin lugar a dudas, en la medida en que lo tenga más o menos organizado, la OSE en sus 
archivos. Digo más o menos organizado porque también en este aspecto la prolijidad de la organización 
actual no es tan buena, puesto que se pierden algunos documentos. Esto es lo que yo puedo informar a la 
Comisión con respecto a las perforaciones. La que yo conozco específicamente es la del acuerdo realizado 
con el Ministerio del Interior, Guardia de Coraceros, que es una perforación hecha a cambio del depósito y 


custodia de las unidades de potabilización que se tenía en stock por parte de la OSE. No hay ningún misterio, 
eso fue transparente, el coracero se benefició con agua abundante para el mantenimiento de sus caballos y 
nosotros con tener las UPA bien cuidadas y en un lugar que no representaba mayores gastos para el Estado. 
De más está decir que casi todas las instituciones del Estado que están vinculadas a OSE y que se les presta 
servicios, no los pagan; hay deudas abultadísimas. Las Intendencias, el Puerto deben a OSE y el Ministerio 
del Interior no creo que sea muy ajeno a esto. 


Otra de las denuncias se relaciona con la utilización de vales en vehículos oficiales. En esa materia, me 
alcanza especialmente, como todos saben. Ahí es muy difícil de precisar. No hay una sola asignación de vales 
de los treinta y siete mil kilómetros y de litros que dicen que me asignan a mí que yo haya retirado y haya 
usado. De todos los vales usados por mí, en cada uno de ellos está el número de mi matrícula particular 
utilizada en ese caso o mi firma cuando utilicé los autos asignados a mi servicio como Vicepresidente, que 
tenían el sistema Conve. O sea que cada vez que yo echaba nafta, si usaba un auto del Estado hay una boleta 
acá el Parlamento no tiene, pero el ente tiene que hay que firmar y después rendir. En esta materia también es 
importante destacar que cuando yo llegué a la Vicepresidencia de OSE ni el Presidente, ni el Vicepresidente, 
ni los Directores, rendían los vales hechos. Y hay prueba de todo en el pasado. En mi caso, me impuse la 
obligación de rendirlos y así lo hice, y cada vez que yo recibía vales que usaba en mi auto particular o antes 
de Conve en Conve, porque Conve no se podía utilizar en todo el país porque de las doscientas cincuenta 
estaciones que tiene OSE solamente en algo así como cuarenta y dos había Conve. Y acá en la salida de 
Montevideo, en las estaciones, por ejemplo, de Carrasco, quien sale para el este no tenía Conve. Entonces, no 
en todos lados se podía usar Conve, había que combinarlo con los vales, y establecimos la forma de que 
había que rendir todos los vales usados. O sea que yo tenía, por un lado, la firma en el tique o en el 
comprobante de Conve o la matrícula en el recibo del vale por el cual se había cargado combustible en algún 
vehículo. Del departamento de transporte o tránsito no sé cómo se llama el que daba los vales hay infinidad 
de salidas con destino a la Vicepresidencia que no pueden probar que la Vicepresidenta los haya obtenido. En 
algunos casos hay registros y yo los he visto, no los tengo, pero la Administración los tiene que tener hay de 
vales que están adjudicados, por ejemplo, a la Vicepresidencia en esos treinta y cinco mil que están siendo 
usados por la Regional Artigas. Entonces, quiere decir que el sistema informático que aplicaban para el 
control de los vales no es efectivo, eficiente ni confiable, porque me adjudica a mí un vale que yo nunca 
recibí, que no hay ninguna constancia de que los que yo recibí porque de los que yo recibí sí hay constancia 
figuran siendo consumidos, por ejemplo, uno que recuerdo, en la Regional Artigas. Entonces, si figura en la 
Regional Artigas, ¿cómo yo me puedo hacer responsable por el resto de los treinta y cinco mil litros que se 
me adjudicaron? Indiscutiblemente, nadie puede sostener, ni yo mismo por más que recorrí el país de norte a 
sur, este a oeste, para arriba y para abajo, que haya gastado treinta y cinco mil litros en ese período 
considerado, que es bastante antojadizo, porque si uno lo extiende un poquito, los números empiezan a variar 
rápidamente. O sea que fue elegido con una precisión que no puedo decir intencional porque uno aquí en el 
Parlamento se acostumbra a no juzgar intenciones, pero objetivamente revela que ampliado en uno o dos 
meses los veintiuno elegidos, empiezan a dar números diferentes. 


Pero si me adjudicaban todo el consumo de OSE, la mitad del consumo de OSE, un cuarto del consumo de 
OSE o los 35.000 litros que me adjudicaban, lo podían hacer porque no hay ningún control de que me los 
hayan entregado ni que hayan salido en mi beneficio. Es más: algunos de ellos insisto aparecen consumidos 
por otras reparticiones y, sin embargo, son puestos a mi cargo, sin que yo haya hecho recibo alguno por ello, 
como hay recibo de cada uno de los que yo he recibido y deben tener, si es que los tienen, porque también es 
de suponer que algunos se les debe haber perdido, extraviado, en el fragor de estas conversaciones. Algunos 
de estos comprobantes y demás, aparecen entreverados en los legajos de otros funcionarios, y también 
podemos hacer llegar a la Comisión esos datos; eso hace a la confiabilidad de la información. Afirmar que se 
utilizaron 35.000 litros hasta yo me asusto, y yo mismo pondría atención sobre ese extremo. Pero cuando 
encuentro que esos 35.000 aparecen también siendo consumidos en la regional de Artigas, empiezo a decir 
que esto pasa a ser poco confiable. Y cuando de todo lo que consumí existe mi firma y la matrícula de mi 
vehículo, y de lo que consumí con la matrícula de mi vehículo hay procesados porque alteraron la matrícula 
por indicación de algún jerarca, empiezo a preocuparme más, aunque como se imaginarán, me preocupé 
bastante porque terminé preso por esto; así que si me preocuparé por que los datos sean fidedignos y no sean 
el resultado de convicciones que preceden a los hechos, como creo que ha sucedido en más de una 
oportunidad. 


En el mismo sentido de los vales, yo nunca tuve como señala el Director seis autos asignados a mi servicio; 
ojalá los hubiera tenido porque si se dividen los litros entre los seis, otra vez empiezan a dar las cosas más o 


menos regulares. Pero no, nunca los tuve; siempre usé mi auto particular y tenía un fletero, que era el 
asignado históricamente, y otro más que era una camioneta que utilizábamos alternativamente con un 
Volkswagen. Es decir que de los seis, uno es mío y dos son de la Administración, por lo que me están 
faltando cuatro que nunca tuve o tuve alternativamente, porque posiblemente me adjudiquen seis porque tuve 
un Volkswagen que luego cambiaron por otro, pero siempre fue uno y nunca dos, considerando el que tenía 
más el que cambiaron por el que tenía. Por lo tanto, en esto también me parece que la información es 
imprecisa, incorrecta, diría que antojadiza en la elección de los períodos considerados, y atribuye 
arbitrariamente la cantidad de combustible que se asigna como gastado por la Vicepresidencia. 


Sin lugar a dudas, no creo equivocarme al afirmar que debo haber sido el que más viajó por el país el país 
entero lo debe saber por OSE, viendo las obras que se hacían, las que se tenían que hacer, la situación de 
abastecimiento de agua, la situación del servicio y los cometidos de OSE en todo el país. O sea que en este 
aspecto creo que se ha trabajado con imprecisión, con injusticia, con un espíritu de persecución, con una 
intolerancia y sesgando el manejo de la información, que buscaba y perseguía el resultado que 
definitivamente obtuvieron, con el daño que ese resultado logró que era, por un lado, el desprestigio político, 
pero más que nada, el sufrimiento personal y familiar. Como el mundo es bastante redondo espero que en 
algún momento tengamos el tiempo necesario para corregirlo y paz para resolver, pero me parece que esto es 
inexorable en ese camino, porque lo relativo al uso del combustible a mi juicio es absolutamente una 
canallada; insisto, no quiero juzgar las intenciones, pero la Comisión tendrá a disposición más elementos que 
los que tengo yo para comprobar lo que digo en cuanto a la asignación de salida de combustible que yo nunca 
usé sino que lo usaron otros y está probado que fueron otros. 


Por último, el sistema que se estableció para fijar el control del combustible fue creado por una funcionaria, 
Leclerc, por sí y ante sí. Es decir que nunca fue aprobado por el Directorio sino que lo creó ella, por ella, 
pensando que hacía un beneficio, y quizás hubiese sido eficiente. Ella sacó el cúmulo de los vales entregados 
por ella en ese período de veintiún meses, lo chequeó o contrastó, con relativo éxito, con respecto a las 
salidas que tenía asignadas y, por defecto, me asignó todo aquello que no tenía salida. Ese también es un 
procedimiento yo tampoco la juzgo con ninguna intención bastante especial. Cuando esto, hecho con o sin 
intención, cae en saco de alguien que lo toma con cierto agrado y lo publica, da las consecuencias que da. 
Pero esto fue así: se asignó a la Vicepresidencia combustible que nunca usó, que no pudo haber usado, un 
número de autos que no tenía, a través de un procedimiento que solamente administraba esta funcionaria, y 
que por defecto asignó todo lo que le faltaba, y me lo asignó a mí y a mi auto, lo que no es. Yo tengo 
comprobado lo que yo usé, en el auto que lo usé y están los vales que acreditan eso y las rendiciones de vales 
que yo hice, porque en ese momento impuse yo mismo el criterio; esto no es vanidad sino que es la 
consecuencia, porque es paradojal que yo mismo haya impuesto las cosas que no se hacían y termine dando 
explicaciones por eso mismo. Pero es así; así fue. Eso es lo que puedo decir en cuanto al uso del combustible. 


Otro ítem que se señala en las denuncias es el de la publicidad. OSE es un Ente absolutamente monopólico, 
por lo que no hay duda de que prácticamente no necesitaría hacer propaganda. ¿Qué propaganda va a hacer 
OSE si, en definitiva, no hay otra alternativa que ser su cliente en el agua potable y en el saneamiento? Pero 
el saneamiento es voluntario, entonces ahí sí hay que hacer publicidad y gastos para poder incluir a los 
usuarios para que se incorporen al sistema de saneamiento. ¿Y por qué hay que hacer publicidad? Porque los 
préstamos para saneamiento están estrechamente vinculados al número de conexiones que se logren cada cien 
metros. Para que el BID o cualquier banco financie, para que den plata para el saneamiento, hay una relación 
directa entre el monto prestado y el número de conexiones que se logran cada 100 metros, porque es el 
mecanismo por el cual se supone que se puede costear la obra: ellos te prestan plata en la medida en que vos 
puedas repagar el préstamo. ¿Y cómo repagás el préstamo? Asegurándote que vas a tener el número de 
clientes que aporten lo que vas a tener que amortizar de crédito. Por eso son ocho servicios cada 100 metros. 
Y eso se vincula después con CREDIMAT, que también lo vemos. 


Entonces, lo que se hacía era, fundamentalmente, en algunos casos, hacer específicamente publicidad con el 
objetivo de obtener el número de clientes necesario que financiara la obra que se estaba proyectando y para la 
cual se solicitaba el préstamo. Y el préstamo viene en la medida en que uno vaya consiguiendo el número de 
clientes necesario. Pero lograr ese número de clientes muchas veces es difícil, porque el que se conecta al 
saneamiento empieza a pagar por saneamiento lo que paga de agua. Entonces, las personas que viven en la 
periferia, las familias humildes que viven en el lugar donde tenemos planteado el problema del saneamiento 
no es en el centro de las capitales; saneamiento tenemos en la periferia, en Montevideo pasa lo mismo y 
también en el resto del país, tienen recursos económicos más escasos, con lo cual se les hace más difícil la 


conexión al saneamiento. Cada vez que se conectan al saneamiento pasan a pagar doble la tarifa de agua, 
porque pagan la tarifa de agua más el 60%, equivalente al saneamiento, ya que no se puede controlar lo que 
sale y se controla lo que ingresa; ese es el mecanismo. Entonces se requiere de una política especial de 
publicidad para convencer, a fin de que se puedan hacer las conexiones. Y esa política de convicción tiene 
dos formas: una la publicidad y otra el trabajo personal. Por eso se creaban grupos de trabajo, algunos hechos 
con vecinos o con las comisiones de fomento que auspiciaban el saneamiento en los distintos barrios, para 
que fueran convenciendo a la gente de que tenía que hacer las conexiones domiciliarias. La conexión es cara 
y compleja. 


El otro problema que tenían era que en el interior imagino que aquí habrá Diputados del interior, tal vez la 
mayoría las casas que fueron hechas sin saneamiento tienen el pozo negro en el fondo de la casa. Entonces, 
para hacer la conexión al saneamiento tienen que romper toda la casa y pasar hasta el frente, y eso también 
supone un costo adicional que no va en el costo de la obra ni puede prever la obra ni la OSE, porque no es un 
problema de OSE sino de cómo están localizados los sistemas antiguos de saneamiento o autosaneamiento 
que se hacían en el fondo de la casa con pozos negros. Entonces, ese tránsito del fondo hasta adelante, o esa 
reconexión de baño y cocina al nuevo saneamiento requiere una inversión importante. 


Ahí apareció el otro objeto de denuncia que, posiblemente, esté plagado de irregularidades, pero que son 
propias de la Administración. Si nosotros nos hubiésemos enterado habríamos hecho las investigaciones del 
caso y aplicado las sanciones que correspondían si no nos enteramos no podemos hacerlo, y si se entera la 
actual Administración lo hará y si se entera la siguiente lo hará la siguiente. ¿Qué es lo siguiente? |El 
fenómeno de CREDIMAT. Un banco alemán dice: “Señores: para que haya conexiones al saneamiento en los 
sectores más humildes de la población que es donde tenemos dificultades, nosotros les damos un préstamo a 
las familias” no a la OSE “para que hagan el tránsito intradomiciliario de la conexión al saneamiento”. Por 
eso es que CREDIMAT aparece como un préstamo, pero este no es para la OSE sino a cada una de las 
familias. 


Ahora bien, nadie puede pensar que dos mil o tres mil familias por ejemplo, en Cardona se hicieron 2.500 
conexiones van a hacer un trámite ante un banco alemán que acá no tiene representación y que actúa a través 
del Ministerio de Vivienda. Era la OSE la que hacía esa conexión: diseñaba la obra y la financiaba. El banco 
no le financiaba la obra; OSE le pagaba al banco y le financiaba al cliente. Ese era el mecanismo y creo que 
sigue siendo el mismo mecanismo. O sea, el banco da un monto para hacer la obra. El particular ejecuta la 
obra por su cuenta, contratando directamente, o a través de OSE, con sus cuadrillas. El dueño de la obra 
intradomiciliaria es el que se va a conectar, y es el que tiene que hacer frente al gasto, que era financiado por 
la OSE: la OSE le cobraba en cuotas lo que la OSE teóricamente pagaba al contado al banco. Ese era el 
mecanismo. 


En las Administraciones anteriores aquí se produjo un desfase, una pérdida. ¿Por qué? Porque se hicieron 
innumerables conexiones que se financiaron de esa manera; OSE había anticipado algunos gastos y no 
obtuvo el repago de los clientes que se iban conectando al saneamiento cuando se hacía la obra 
intradomiciliaria. Esta obra tiene dos finalidades: primero, conexión al saneamiento y, segundo, mejorar las 
condiciones sanitarias, porque todo esto se hizo por la lucha contra el cólera. 


Ustedes recordarán aquel plan de lucha contra el cólera. Precisamente, el cólera se genera por la falta de agua 
potable y de saneamiento, fundamentalmente por la no disponibilidad de agua potable. En la medida en que 
uno tenga agua potable, tiene menor riesgo de contagiarse con el cólera. Entonces, la obra se hizo en ese 
marco, como ataque, como enfrentamiento al problema eventual del cólera en la sociedad. Ese fue el 
procedimiento por el cual se atacó publicitariamente, es decir, se publicitaban las obras y se inducía a la 
conexión. Se ponían cuadrillas específicas de visitadores sociales para que lograran la conexión, y se lograba 
el financiamiento a través del CREDIMAT, con fondos de un banco alemán, cuyo nombre no recuerdo. 


El particular podía hacer la obra por su cuenta, hacer la conexión por su cuenta, pagar a la OSE la conexión y 
financiarla como mejor le pareciera. Pero la financiación a través de la OSE la OSE le pagaba al banco; el 
crédito que obtenía del banco se pagaba a la OSE era a través de este procedimiento, con cuadrillas de OSE. 
La OSE diseñaba las obras de conexión que requieren algunos trabajos. 


En este sentido, también leí me parece que se trata de un error, ya que el Secretario General de la OSE es 
abogado que la obra estaba a cargo del comitente, ya que se aplicaron las mismas reglas del BPS que se 
aplican para las obras de albañilería en general. Y eso es así, pero no porque sea un capricho aplicado 


específicamente para CREDIMAT el Crédito para Materiales a través del banco alemán. Ello es así porque la 
ley establece que quien realice una obra en su domicilio en su casa, en su propiedad, el comitente es el 
responsable de los aportes y el que tiene que hacer frente a la obra que se realiza, siendo los técnicos quienes 
dan únicamente la solvencia técnica. Quiere decir que no es un capricho, como parece deslizarse en el 
señalamiento que hace el doctor Uriarte, sino que es así por la propia necesidad, por la naturaleza de la obra 
realizada, que está prevista y regulada con independencia de lo que hace la OSE. Todas las obras requieren 
ese tratamiento: el comitente es el responsable, el que debe hacer los aportes. Quien le financie la obra no 
tiene nada que ver con la responsabilidad de la obra. Esto es en cuanto a la publicidad de CREDIMAT. 


Por otra parte, todos los funcionarios de CREDIMAT fueron retomados y siguieron trabajando en la actual 
Administración. Quiere decir que si esto hubiese sido tan malo, lo habrían cortado de raíz y habrían 
cambiado el sistema. Sin embargo, el sistema no se cambió; se sigue aplicando porque es muy difícil 
encontrar otros mecanismos para solventar o financiar este tipo de obra. 


En lo que sí tuvo participación el Directorio que yo integré es en lo que refiere a negociar con el banco 
alemán ese desfase que existía del pasado. Ese desfase se financió el denunciante o los denunciantes del 
Directorio actual no lo dicen con esos aportes. Luego se dice: “¿Y el aporte que hace la OSE a ese fondo que 
le pagaba a CREDIMAT?”. Hace ese aporte para complementar lo que recibe, porque está pagando por la 
obra que está haciendo CREDIMAT, que nosotros administrábamos, más un aporte que se hace para cancelar 
la deuda del pasado. Entonces, eso que se señala ahí como una suerte de cosa misteriosa e inexplicable, tiene 
una razón muy sencilla: negociamos con el banco alemán cómo le pagábamos los atrasos para que el banco 
alemán habilitara nuevos préstamos o nuevas sumas, para atender las obras que se iban a hacer desde 2001 en 
adelante. 


No voy a repasar todas las obras por no agobiar a la Comisión, pero quiero señalar que ellas abarcan Rivera, 
Tacuarembó, Paso de los Toros, Florida, Sarandí Grande y otras obras que hemos realizado. Esto se financia 
de alguna manera, y fue hecho así. El aporte adicional al fondo de CREDIMAT responde a esta razón: a 
cubrir los atrasos generados en las Administraciones anteriores. 


Posiblemente, otra vez exista un desfase porque la OSE se hace cargo del incumplimiento de las conexiones, 
por el no pago de los créditos, y enfrenta al banco alemán, que fue el que le dio el préstamo. Es muy posible 
que a esta Administración o a cualquier otra le vuelva a suceder lo mismo y de la misma manera va a tener 
que complementar. 


En cuanto al resto de la publicidad, en la versión taquigráfica de la sesión anterior observé que algunos 
señores Diputados se preguntaban cuál era el límite que se fijó actualmente para la publicidad en los medios 
del interior, específicamente en algunos medios concretos, que parece ser que se les nota su filiación política. 
No voy a abundar sobre esto porque está dicho, pero sí puedo decir que nosotros cuando distribuíamos 
publicidad por esta razón que decíamos: que éramos monopólicos, lo hacíamos con un doble criterio: 
primero, ser lo más generales posible, sin predilección por ningún medio y, al mismo tiempo, siendo los más 
avaros. Si ustedes observan los montos no lo global: “Diste $ 300.000”, sino cómo se repartieron esos 

$ 300.000: “Le diste $ 150.000 a uno, $ 90.000 a otro, pagaste US$ 7.000 por la publicación en 'El Abrojo"“, 
semanario 'underground', que nadie conoce, que nadie conoció hasta que este Gobierno asumió la 
Administración en el país, no hay ni una sola publicidad aplicada a un medio en concreto que supere los 
US$ 150 o, en algunos casos, en determinados festivales importantes, los US$ 1.000. 


En esta Administración tenemos no uno, sino muchos ejemplos. El análisis de una Administración pasada 
debe hacerse en comparación con una Administración ideal, debida, o con la actual Administración, y puedo 
decir que las del pasado como la nuestra en materia de publicidad es diametralmente más transparente que la 
actual, y es diametralmente más generosa y más igualitaria que la que hoy tiene la Administración de la OSE, 
porque no ha tenido ningún hijo preferido ni ningún entenado. Hemos sido lo más generosos posible, 
abarcando a todos los medios de comunicación que pidieron a la OSE alguna asistencia en todo el país, 
fundamentalmente, en el interior de la República. Digo en el interior de la República porque, a diferencia de 
las de Montevideo, muchas publicaciones del interior son los vehículos de transmisión cultural más 
importantes que tiene el interior. En el interior, el fomento de la cultura pasa, en parte, por el fomento de la 
prensa; la prensa es un elemento cultural, un vehículo cultural muy importante. Quienes estuvimos 
vinculados a la prensa yo estuve vinculado a más de un medio de comunicación; lamentablemente, en este 
país a la prensa le ha ido muy mal en los últimos años saben que todos los medios de comunicación pasan por 


apreturas económicas; esto es más que conocido. La asistencia del Estado, a través de un organismo que es de 
todos, a la publicación y a la cultura en el interior del país se hace también de esta manera. Y es esa la 
finalidad que perseguía la OSE, que tiene una finalidad social directa con el agua potable, el saneamiento, el 
estado sanitario de la población, pero tiene una finalidad indirecta ¡por supuesto que la tiene! en la cultura de 
la población, sin distinciones. ¿Y cómo se utiliza esa cultura? Con los medios de llegada de la cultura. Y los 
medios de llegada de la cultura son los medios de comunicación. ¿Y cómo se llega? Se llega a través de la 
publicidad. ¿Para qué se utiliza? Para mejorar la relación de una empresa que es de todos con sus clientes, 
con la sociedad que asiste. 


Eso es lo que se hizo con la publicidad. Cuando uno observa ítem por ítem la publicidad, y medio por medio 
empleado, ve que no hay ninguna desproporción: los montos son de US$ 100, US$ 50, $ 1.000, $ 1.500 en 
publicaciones de relativa importancia a nivel nacional, pero de significativa importancia a nivel local, donde 
se hizo esta publicidad. En eso también hay absoluta transparencia. Nadie puede negar que puede conocer 
cuánto se dio a cada medio, cuándo y qué finalidad se perseguía en cada caso, ya sea la finalidad propia del 
saneamiento o de la distribución de agua potable o la asistencia cultural, que me parece que también es 
prioritaria para una empresa del Estado, que más que una empresa es una organización del Estado aplicada a 
un cometido. Entonces, en la política general vemos si los instrumentos utilizados, las decisiones tomadas por 
esta organización del Estado, son efectivos para el objetivo a cumplir. Creo que en la prensa también. Creo 
que el manejo que se ha hecho de este caso, las sospechas que se han deslizado acerca del manejo de esta 
prensa, son absolutamente desproporcionadas, han dañado más de lo que corrigieron porque la conducta ha 
empeorado, no mejorado. Creo que hemos desvirtuado no solo a los responsables de esta política sino que 
también, de alguna forma, hemos ensuciado la imagen y la responsabilidad de todo el Estado y de los 
responsables que toman las decisiones por el Estado. Creo que fue más perjudicial y, a mi juicio, no tiene 
ningún asidero cierto. 


Por lo tanto, considero que acá también la actual Administración es francamente deficitaria, no ha cumplido 
con los cometidos, lo ha hecho con un sentido absolutamente partidizado y sesgado, que no colaboró con 
ninguna de las finalidades culturales que yo señalaba, ni con la mejor eficiencia de la democracia, con la 
mayor expresión de la libertad ni culturalmente con nada. Nadie puede pensar que la publicación de 

US$ 7.000 en un semanario llamado “El Abrojo” para publicar una información sobre el estado de situación o 
la imagen de la OSE pueda ser una finalidad positiva, ni conducente a nada. 


El otro aspecto de las denuncias que se realizaron esta la ponen y la sacan; la señalan y se retractan tiene que 
ver con un tema importante, central, vinculado a URAGUA y la concesión del servicio de agua potable y 
saneamiento en el este del país. 


Como se sabe, hubo dos concesiones de agua potable para realizar el saneamiento: una era URAGUA y otra, 
Aguas de la Costa. En el caso de URAGUA que es la más significativa, la más importante; la otra es 
interesante por las tarifas y URAGUA por la finalidad que perseguía, el Estado no tenía y, a mi juicio, sigue 
sin tener, por los números que conozco y por la situación general en que se inscribe la OSE, que es la 
situación general económica del país los recursos para hacer el saneamiento del balneario más importante del 
país, que es Punta del Este y Maldonado. Ese saneamiento es fundamental porque si se llega a declarar la 
contaminación de las playas de Punta del Este se quiebra la columna vertebral del turismo del país, que es la 
segunda fuente de ingresos que tiene la República. O sea que cuidar esta riqueza, este patrimonio, es esencial. 
Por ese motivo, no una, sino dos Administraciones optaron por el camino de asociar el particular en esta obra 
de saneamiento, a través de conceder la explotación del agua potable. 


El agua paga el saneamiento; este es el mecanismo por el cual se diseñó. Se hizo la licitación y resultó 
adjudicataria una empresa, URAGUA, con una oferta, diría pasado el tiempo, temeraria, en este sentido: 
ofrecía un canon alto al principio, que era el mínimo requerido por la licitación, que iría “in crescendo” hasta 
cinco o diez años antes de finalizar la concesión, terminando en un canon altísimo. Se ubicaban las obras de 
saneamiento en el primer tramo de ejecución del contrato de concesión, con lo cual se hacía muy difícil que 
la variable ingresos cubriera la variable egresos por realización de obras. Esas dos curvas deben cruzarse para 
analizar la rentabilidad económica de la propuesta para saber si es viable, porque el Estado también tiene que 
analizar la viabilidad de la propuesta. Se analiza de dos maneras: en un escenario teórico, que es lo que se 
analiza al principio para adjudicar la obra, y en un escenario de realidad, una vez que la ejecución de la 
concesión empieza a operar. 


Durante nuestra Administración agarramos la parte de análisis efectivo de la obra; teníamos una comisión 
controladora de la concesión y nosotros controlábamos la evolución de las obras. Ahí empezamos a ver que el 
nivel de ingresos, afectado fundamentalmente por la crisis de 2001, comprometía una ecuación de egresos de 
obra, ya complicada en el momento de realizarse las propuestas. Ahí empezamos a verificar ciertos atrasos no 
vamos a entrar en detalles que eran explicables en algunos casos por atrasos, a su vez, de la Administración 
que tenía que asegurar un tipo de obra para que la empresa pudiera seguir haciendo las suyas. Podíamos 
analizar una serie de atrasos que complicaban la ejecución de la obra y, por ende, el cumplimiento efectivo 
del contrato. Llegado 2004, la situación se hizo casi insostenible; la inversión que la empresa tenía prevista 
para 2004 ya no la había hecho, la de 2003 tampoco, las exigencias para que la fueran haciendo no la podían 
cumplir porque el nivel de ingresos había caido mucho tenía previsto un ingreso de US$ 7:000.000 y le 
entraron US$ 2:500.000, es decir, la situación se fue complicando. Tampoco había hecho remesa de 
utilidades a las casas matrices, es decir que no había intención de provocar una insolvencia para exonerarse 
del cumplimiento, sino que la situación era realmente complicada. 


Empezamos a apreciar eso, a seguirlo con cierta rigurosidad hasta que llegamos al tiempo de la intimación, 
que es lo que señala el doctor Uriarte en la denuncia. Pasada la intimación, ellos contestaron, se le dieron 
plazos más largos y, en definitiva, la cosa quedó después del 31 de octubre, cuando, con el plebiscito del 
agua, cayeron las concesiones. Ahí ellos no tuvieron más argumentos y, por lo tanto, declararon rescindido el 
contrato, devolvieron la garantía. 


Me extraña que el doctor Uriarte, que es profesor en la Universidad de la República y que exhibe un título 
igual al mío, no sepa la distinción entre prescripción, caducidad y nulidad, que son las tres figuras que se 
podrían haber asociado. 


Cuando llegamos a esta situación, nosotros perfectamente podríamos haber iniciado las acciones por 
incumplimiento, y teníamos como garantía los US$ 20:000.000 que tenía depositado para esa finalidad la 
empresa URAGUA. Teníamos constatados los incumplimientos y teníamos que analizar cómo los 
negociábamos para exigir la garantía o para obtener las obras porque no teníamos de dónde sacar los recursos 
o realizar las obras por nuestra cuenta y ejecutar la garantía. 


Al mismo tiempo, negociábamos con el Gobierno de España la concesión de un préstamo de casi 

US$ 20:000.000 para realizar cuatro plantas de tratamiento, a cambio de canje de deuda. O sea, hicimos el 
primer canje de deuda externa con el Gobierno de España a cambio de la deuda que teníamos con el 
Gobierno de España, por la realización de obras dentro de Uruguay ubicadas en Melo, San José, Canelones y 
Durazno a cambio de no pagar la deuda que teníamos con el Reino de España. En ese mismo momento 
negociábamos con una empresa española la rescisión por incumplimiento de contrato. Por eso se fue 
difiriendo hasta tanto obtuvimos el préstamo por el que se hicieron esas obras; ahí estábamos en condiciones 
de iniciar la rescisión del contrato. Se aprueba el plebiscito, declara caducas las concesiones realizadas, pero 
la caducidad se produce a partir del 31 de octubre de 2004. No tiene efecto retroactivo la caída de la 
concesión, sino que cayó el 31 de octubre. Quiere decir que al 31 de octubre la empresa tenía doble 
compromiso con la Administración: la no realización de las obras y una propuesta económica que no era 
viable por las condiciones en que estas se habían dado. Teníamos estos dos elementos para iniciar la rescisión 
del contrato. Esta rescisión del contrato no solo sería exitosa, sino que sin lugar a dudas sería exitosa, y para 
eso teníamos los US$ 20:000.000 de garantía. ¿Qué hizo esta Administración? ¡Devolvió los US$ 20:000.000 
de garantía, devolvió la inversión realizada y dejó que incumplidores se fueran del país! A esa empresa 
privada estos señores le deben US$ 20:000.000; al Estado le deben US$ 20:000.000. Esta Administración le 
debe al Estado por incumplimiento, por mal ejercicio de una profesión que dicen ostentar, US$ 20:000.000 
por haber rescindido un contrato del que tenían que haber exigido su cumplimiento. Ese incumplimiento 
estaba absolutamente probado por la Administración anterior y de eso no dijeron nada, fueron y le 
devolvieron US$ 20:000.000 y permitieron que se fuera una empresa absolutamente incumplidora. Lo mismo 
tenían que haber hecho con Aguas de la Costa por la modificación de la tarifa, y de eso, ni una sola línea. Y si 
vamos a investigar me parece correcto que se investigue, que se investigue la Administración política 
anterior, que se investiguen las decisiones políticas y técnicas de la Administración anterior y que se 
comparen con estas decisiones políticas y administrativas del presente. Esta Administración debe responder 
por los US$ 20:000.000 que le faltan al país por no haber exigido el incumplimiento probado de una empresa 
que tenía una concesión y no había cumplido con los acuerdos asumidos con la República. Eso teníamos que 
haberlo exigido desde el principio. Eso es lo que tiene que exigir una Comisión que investiga, porque 
también investiga por comparación. 


Entonces, ¿qué fue lo que pasó con URAGUA? ¿Por qué la denuncia de URAGUA? ¿Por qué no una 
denuncia de URAGUA por incumplimiento? El incumplimiento está probado, el efecto de la caducidad es 
para el futuro. Acá no hubo un efecto de nulidad, no se anuló la concesión otorgada originalmente en el 2000, 
que eso hubiese declarado nulo todo lo hecho de 2000 a 2004; no. Acá cayó la concesión a partir del 31 de 
octubre de 2004, pero los incumplimientos generados por los obligados de 2004 hacia atrás estaban 
incólumes y de ellos había que haber exigido el cumplimiento de la garantía. Y estamos hablando de 

US$ 20:000.000 y no de US$ 1:000.000 o US$ 2:000.000. Si hablaban de que con US$ 1:000.000 se hacían 
treinta y dos escuelas, con US$ 20:000.000 podríamos hacer muchas más, y no los hacíamos nosotros, sino la 
garantía de una empresa extranjera. Si lo que queríamos con la concesión era limitar la existencia de la 
administración privada y extranjera de las empresas del Estado o de los cometidos públicos, acá teníamos 
más que un lugar donde poder hacer ejercicio. Sin embargo, esto fue resuelto exactamente por el contrario y 
creo que es una responsabilidad inocultable de la Administración actual, que alguien exigirá en algún 
momento. Si alguien tiene sensibilidad lo exigirá, porque como hoy se decía que hay Diputados del interior, 
habrá también muchos que tienen la misma formación jurídica que yo o el actual Secretario General de la 
OSE y saben la diferencia que existe entre nulidades, caducidades y prescripciones. En esa materia, esta 
denuncia no solamente es infundada, sino que es temeraria, porque la responsabilidad está en la actual 
Administración. 


Queda por responder un punto que tiene que ver con un funcionario al que se le había tendido una suerte de 
trampa y se había descubierto una coima, un cohecho en una obra en la que tenía que ejecutar una reparación. 
Ese funcionario después, en la última o anteúltima sesión del Directorio anterior, fue reincorporado luego de 
haber sido sancionado y sumariado durante seis meses. Eso lo conozco absolutamente bien creo que el 
funcionario se llama Pío porque la denuncia de que había sido coimeado por un particular se hizo en mi 
oficina y desde allí, con personal de la OSE, montamos esa suerte de encerrona e hicimos la denuncia penal. 
O sea que en esta materia no me caben prendas, porque a su vez fui el que hice la investigación. El último día 
no recuerdo por qué alguien lo repuso, pero en la sesión siguiente del nuevo Directorio, con esta prolijidad, 
transparencia e inmaculada actitud que asumió según las declaraciones del señor Presidente, lo podía haber 
destituido y haber dejado sin efecto aquella resolución que lo reponía. No tenían por qué haber cumplido con 
esa resolución que lo mantenía. Sin embargo, lo mantuvieron y esperaron el resultado de la decisión penal. 
¿Y si no hubiese venido? ¿Y si se hubiese demorado lo que se demora normalmente? Nunca lo hubiesen 
destituido y hubiese permanecido eso como una banderita agitada contra la mala Administración anterior. 
¿Por qué no tomaron la resolución en tiempo hábil, que lo tenían, en tres, cuatro o diez días después y lo 
destituían? No lo hicieron. Entonces, la omisión es de ellos, y no necesariamente la Administración tiene que 
tomar la decisión que conduce a la actuación penal. Pueden hacer la investigación y después decidir. La 
investigación no la hizo el Directorio sino los servicios jurídicos. No me acuerdo por qué terminó siendo 
restituido; yo fui el que hice la denuncia. Pero si lo hubiesen destituido no hubiese pasado absolutamente 
nada. 


Hay funcionarios designados con cargos de particular confianza en esta Administración que, manejando autos 
oficiales tengo aquí los nombres y sin libreta de conducir, atropellaron a tres personas que estaban cortando 
el césped en la Ruta Interbalnearia, fueron procesados y no merecieron ninguna destitución; ese funcionario 
tiene un cargo gerencial. O sea que en esta materia tampoco pueden alzar la voz para señalar con el dedo una 
acusación de ningún tipo. Pero son episodios menores que se refieren a la administración de todos los días, 
con los que uno puede o no estar de acuerdo, o puede entender que hay un beneficio para uno o para el otro. 


Pero volvamos a los términos generales. 


¿Cómo ha sido la Administración anterior? ¿Ha sido eficiente para los cometidos asignados? Yo creo que sí. 
¿Ha sido financieramente eficiente? Yo creo que también. ¿Ha sido eficiente en cuanto a las obras realizadas 
en función de los recursos que tenía? Yo creo que también. ¿Ha sido eficiente con respecto a la 
administración de los bienes que tenía que custodiar y conservar? Creo que también, puesto que no han hecho 
ninguna modificación. ¿Y ha sido eficiente en cuanto al personal? Por lo menos, impidió que siguiera el 
descalabro y el desorden administrativo que luego de que esta Administración cesó volvió a campear en los 
cuadros de la OSE. Otra vez volvieron las asignaciones de funciones, otra vez volvieron los que tenían 
categoría 7 y pasaban a 16, otra vez volvieron a subir escalafones los que tenían vinculación política, otra vez 
vemos que algunos con sumarios e investigaciones que arrancaban con una categoría baja terminaron como 
secretarios de Directorio. Hay un montón de elementos que hacen pensar que la Administración anterior fue 
más prolija que la actual, que la Administración anterior cumplió mejor con sus cometidos, que la 


Administración anterior exhibe obras que yo dudo que pueda hacer esta, que la Administración anterior fue 
más que elocuente con respecto al saneamiento y también con los nuevos clientes, porque aumentaron a más 
de 50.000 y lo mismo sucedió con la extensión de la red de agua potable. Lo mismo pasó con la recuperación 
de clientes que eran morosos, y los diseños de planes para los más carenciados están aún en operaciones; la 
atención a la escuela rural está siendo ejecutada tal cual lo hicimos nosotros y con los mismos recursos. En 
términos generales, la Administración pasada tendrá, como todas, claros y oscuros, porque nadie puede tener 
solamente aciertos, pero creo que los desaciertos que se le señalan están impulsados o persiguen una 
finalidad política que excede la importancia y la jerarquía de las denuncias y que en mi caso político personal 
y colectivo en general ha causado daños más que beneficios, para la cultura política, para la cultura de la 
Administración y para la Administración como un objeto en sí mismo. 


Lamento haber sido demasiado extenso y no todo lo organizado que debería ser una exposición de este tipo, 
pero he tratado de repasar con la memoria y con cierto armado espontáneo lo que ha sido la versión 
taquigráfica que leí de la participación del Directorio en esta Comisión. 


Quedo abierto a las interrogantes de los señores legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra a los señores Diputados, quiero dar cuenta de una 
nota que dice lo siguiente: “Por la presente pongo en su conocimiento la imposibilidad de concurrir a la 
reunión prevista para hoy a las 10.15 hs.- De más está decir que nuestra intención es asistir a la 
próxima reunión de la Comisión.- Sin otro particular, saludamos al Sr. Presidente y demás integrantes 
de la Comisión, con nuestra más alta estima.- Atentamente. Dr. Alberto Casas.- Representante 
Nacional”. 


SEÑOR BRENTA.- Agradezco la comparecencia al señor Granucci; es bueno que se concurra al 
Parlamento a dar explicaciones, como él mismo lo manifestó. Voy a solicitar que usted aporte a la 
Comisión, cuando sea posible, estas denuncias que realizó respecto de los sorteos en los cuales algunas 
personas, aparentemente habiendo estado incorporadas al mismo, luego no fueron encontradas. Me 
parece que ese es un dato muy importante que habría que investigar. No le corresponde a esta 
Comisión, pero sí a los legisladores. Y ante la denuncia de un hecho de estas características, nosotros 
como funcionarios públicos, estamos obligados a realizar la denuncia correspondiente. O sea que le voy 
a pedir que nos conceda la información que usted dispone para efectivamente comprobar este hecho y, 
en todo caso, realizar la denuncia penal que corresponda. Esto es un pedido. 


Segundo, quería hacerle un comentario, porque usted hizo todo un planteo respecto al tema de los ingresos a 
la Administración Publica y a las referencias que, en su momento, realizara el actual Presidente de OSE. Creo 
que, naturalmente, usted defiende los criterios utilizados durante la Administración que usted integró me 
parece que sería ilógico que fuera de otra manera pero creo que comete un error cuando hace una referencia a 
la señora Carmen Anastasia porque, como usted sabe usted mejor que nadie, en la Administración hay cargos 
de particular confianza y cargos a los cuales se ingresa que son presupuestados y que, por tanto, permanecen 
en la misma. Según yo tengo entendido, la señora Carmen Anastasia ocupa un cargo de particular confianza 
que, por tanto, cesa con el Directorio. Por lo tanto, no es un cargo que implique, como usted manifestó, pasar 
por encima de otros funcionarios. Es un cargo de particular confianza. Cuando este Directorio se vaya, 
volverá a su cargo original. Esto es distinto, en mi modesta opinión pero es opinable al ingreso de 
funcionarios a la Administración Pública por concurso o por sorteo, política que este Gobierno ha defendido 
y que este Parlamento ha defendido también, porque aquí hemos votado en cada Rendición de Cuentas, en 
muchos casos a iniciativa de los partidos de la oposición, particularmente del Partido Nacional, artículos con 
creación de cargos, aclarándose, además, que deberían ser provistos por concurso y por sorteo. Es más, 
llegamos a establecer esto como criterio para el Poder Judicial, también por unanimidad del Parlamento. Y 
luego, a iniciativa del Partido Independiente, lo extendimos al Tribunal de la Contencioso Administrativo. La 
bancada del Frente Amplio está elaborando un proyecto para que también se dé de esta manera en las 
Intendencias Municipales, cosa que entendemos la Constitución nos habilita, pero se discutirá en su 
momento. Es parte de una política que yo creo que, hoy por hoy, es consensual; pero usted defiende otra 
visión y me parece bien. Está bien que usted la defienda pero creo que no hay que confundir los cargos de 
particular confianza, los cuales, como todos sabemos, los jerarcas tienen derecho a designar, justamente 
porque son de particular confianza, con los otros que son provistos con criterios distintos. En su caso, eran 
designaciones directas. Actualmente se utiliza otro criterio, por ley en muchos casos. 


SEÑOR GRANUCCI.- Usted se refiere a los cargos... 


SEÑOR BRENTA.- Yo me refiero al cargo que usted mencionaba, que es un cargo de particular 
confianza. 


SEÑOR GRANUCCI.- ¡Ah, perdón! Porque otro criterio se aplica básicamente en el cargo de ingreso 
de peones de bombeo, que es por sorteo; los otros no. Hemos cambiado los criterios. Son de designación 
directa. 


SEÑOR BRENTA.- Quisiera hacer dos o tres preguntas nada más, porque me parece que usted ha sido 
bastante explícito. 


Primero, usted hizo referencia al tema URAGUA, afirmando que es responsabilidad de esta Administración 
el costo que ha tenido la rescisión del contrato con esta empresa. Nosotros tenemos aquí el acta, en la cual se 
afirma que en el año 2004 el Directorio de OSE que usted integraba intimó a la empresa por la no realización 
de las obras de saneamiento, que era el objetivo principal de la concesión en la zona de Maldonado. Se hizo 
un expediente, los servicios de OSE establecieron y probaron el incumplimiento, y Jurídica de OSE realizó 
las intimaciones para la rescisión de este contrato. Según esto mismo, el 12 de agosto de este año URAGUA 
solicitó un plazo de treinta días hábiles para contestar. Se le otorgó vista al Asesor Jurídico de la Comisión de 
Contralor de Concesiones de OSE, el doctor Guillermo Chiribao, quien informó que en concordancia con la 
normativa, con el Decreto N” 500/91 del Poder Ejecutivo y la Resolución N* 582/92, la prórroga no podría 
exceder de la mitad del plazo original, o sea, cinco días. Incluso, en ese documento el doctor Chiribao dice 
que dada la complejidad del caso, por única vez él propone otorgarle un plazo de diez días. Esto se responde 
el 18 de agosto de 2004. Sin embargo, el 29 de setiembre de 2004, o sea, unos veinte días después 
aproximadamente, por Resolución N* 13/04, el Directorio otorga a OSE un plazo de treinta días hábiles, que 
vence con posterioridad al 31 de octubre del año 2004, momento en el cual, precisamente, se realizó el 
llamado “plebiscito del agua”, que todos recordamos. ¿Cuáles fueron los motivos por los cuales el Directorio 
de OSE...? Pido disculpas porque en algún momento me distraje, pero usted hizo referencia a una 
negociación de una deuda del Gobierno uruguayo con el Gobierno de España. Entonces, la pregunta es si 
usted entiende que esa negociación existente que yo la verdad desconozco, pero sería bueno que usted 
explicara, no la negociación, sino el motivo habilitaba la violación de estas dos resoluciones y los decretos 
vigentes, que imponían plazos que la propia Asesoría Jurídica de OSE establecía. 


Tengo algunas otras preguntas, pero como esta es un poco complicada o compleja, capaz que es bueno que se 
conteste. 


SEÑOR GRANUCCI.- Son dos preguntas, porque una tiene... La primera fue una afirmación en 
cuanto a los criterios de designación de personal. Quiero leerles la Resolución 1063/2005, del 14 de 
julio, y no volvemos sobre el tema porque me parece a mí que, en definitiva, es más parte del debate 
político que de la Administración que estamos comentando. 


Dice así: “TRASLADAR a la funcionaria Sra. Niria Carmen Anastasia Suárez” número tal, cédula de 
identidad “de la Sección Análisis de Facturación del Departamento Comercial a la Secretaría General.- 2%) 
ENCOMENDAR a la citada funcionaria el cargo de Secretario de Directorio, Cat. 16, autorizando a 
liquidarle la diferencia de sueldo que por todo concepto corresponda, a partir de los 45 días del desempeño 
efectivo de las funciones [...]”. Esta funcionaria tenía categoría 7; pasó a categoría 16. Esto es una 
encomendación de funciones, señor Diputado. Y esta encomendación de funciones no es una designación en 
un cargo de confianza, es la designación en el cargo de confianza que luego se crea, que es otro, no este, un 
cargo de confianza y donde sí se la designa. Pero eso es en el 2007 o 2008. No lo tengo acá, pero yo creo 
haberla buscado. Entonces, a la señora Anastasia, como yo señalaba, la sacaron de la categoría 7 en esta 
fecha, la pasaron a la categoría 16, Secretaria de Directorio, por encima de todos y le pagaron la diferencia. 
Luego, hicieron un presupuesto años después. Ese presupuesto fue aprobado, ese cargo fue creado y se la 
designó en ese cargo. A partir de ahí, lo que usted dice es exactamente así, tres años después, pero mientras 
tanto esta fue la forma que se eligió para designar a la señora Anastasía. Aclaro que no tengo contra la señora 
Anastasía absolutamente nada. Hemos tenido, en alguna oportunidad creo yo; por lo menos por mi parte, 
amables discrepancias, pero no mas allá de eso. Es simplemente, pobre Anastasia, tomada como un ejemplo. 
Tengo más. Tengo más designaciones de funciones que no son de cargos de ingreso, no son en el último 


escalafón de la Administración, donde viene un señor a hacer un control de una línea de conexiones. Por 
ejemplo, un licenciado de comunicaciones que fue designado en la categoría 10; tengo varios. No sé si dar los 
nombres porque no es el caso. Este licenciado pasó de categoría 10 a categoría 13; otro pasó de la categoría 
10 a la 14 tiene un apellido ilustre, más vinculado con el Partido Colorado y está en información geográfica. 
Otro pasó solo una categoría: de la 12 a la 13. Otro pasó de la 7 a la 14; otro de la 10 a la 12. Tengo un 
montón más de estas asignaciones de esta manera, que son formas de ingreso, pasando de la mitad del 
escalafón a una categoría por encima de esta, generando, ahí sí, una alteración en las carreras funcionales y 
antecedentes al respecto. Si mañana queremos hacer un procedimiento de oposición y mérito para ascender, 
como ya existe en el país, estas son las cosas que influyen. Además, esto le cuesta dinero a la Administración, 
porque cada uno recibió el pago de la diferencia entre las categorías. O sea que no es solo que la 
Administración tiene la necesidad de cubrir esa vacante por una razón de circunstancia; a su vez, se le paga y 
se le deja permanentemente ahí, y esto es un costo para la Administración. Además, constituye una distorsión 
de la carrera administrativa, una afectación de los derechos de los funcionarios que quedan por debajo y un 
costo para la Administración. Eso es con respecto a la cultura que se ha empleado ahora. Insisto en que me 
sigo afiliando a lo que nosotros practicábamos, que siempre es perfectible, por supuesto. 


Con respecto a lo otro, el asunto es el siguiente. En materia de concesión de obra pública y de concesión de 
cometidos públicos, la administración de la OSE, como ninguna otra, no actúa sola; actúa por directivas del 
Poder Ejecutivo que fija la política general del Estado. Yo no puedo hacer una concesión de obra pública si 
discrepo con la concepción general que tiene el Gobierno de turno, que es el que fija las políticas. Eso fue lo 
que sucedió. O sea que en esta materia recibimos algunas directivas en cuanto a cómo ir llevando esa 
negociación y dichas directivas respondían a que, al mismo tiempo, nosotros en menor medida, pero como 
beneficiarios llevábamos adelante una negociación del Estado por canje de deuda externa a cambio de la 
realización de obras que se hicieron con empresas españolas que operaban en el medio. O sea que 
canjeábamos la deuda que teníamos con el Reino de España a cambio de obras aplicadas aquí con empresas 
españolas existentes en plaza. Entonces, en ese período de tiempo, también se ubica la negociación con la 
otra empresa española, del Estado español. URAGUA es un consorcio como producto de un acuerdo 
societario entre dos empresas del Estado español: Aguas de Bilbao e Iberdrola, una empresa de energía 
eléctrica. 


Así, en esa negociación con el Estado español y con las empresas del Estado español se desarrolló este tema 
de hacer valer el incumplimiento del contrato con URAGUA. Por ahí, los plazos se fueron extendiendo; 
recibimos directivas en ese sentido. Pero lo que es fundamental no hay que perder de vista el bosque, es 
decir, la generalidad de las cosas es que con un plazo más largo, con un plazo más corto, habiéndosele 
vencido porque lo dispone el Decreto N* 500 y sus modificativas, habiendo estado dentro de la previsión 
legal para contestar o por fuera del tiempo que adjudica la normativa para contestar un recurso administrativo 
o una intimación de este tipo, lo cierto es que la situación jurídica de fondo era inmodificable y posible de ser 
reclamada en cualquier instancia. Esto es: podrían habérsele vencido y no haberle otorgado ningún plazo; 
podríamos habernos ajustado en silencio al Decreto N* 500 y podríamos haber iniciado las acciones de 
rescisión el 1? de noviembre, el 7 de noviembre de 2004, el 15 de setiembre, es decir, cualquier día, porque 
en definitiva este comportamiento que facilitaba esta otra negociación en nada afectaba los derechos 
sustanciales que se podían haber hecho valer en un proceso de rescisión de contrato. 


No sé si me explico, señor Diputado. O sea que no confundamos lo adjetivo con lo sustancial. ¿Qué es lo 
adjetivo? El ida y vuelta de una negociación que tiene varias puntas: las directivas que recibe uno, las 
directivas que recibe otro, dónde se dan esas negociaciones y demás; y otra es el derecho de fondo que se va 
a aplicar en este caso y las situaciones fácticas que fundamentan el derecho que se pretende hacer valer. No 
sé si soy claro. 


En ese sentido, digo que podría ser más-menos; podría ajustarse ese plazo; podría el doctor Chiribao decir 
que se vencía tal día o tal otro; podríamos haberlo hecho dentro de esos plazos o fuera de esos plazos. Lo 
cierto es que el derecho de fondo, los supuestos fácticos que habilitaban la rescisión del contrato, estaban 
vigentes antes del 31 de agosto, el 1” de enero de 2004 y el 31 de diciembre de ese mismo año, y por supuesto 
con posterioridad. 


No sé si soy claro, señor Diputado. 


SEÑOR BRENTA.- Usted me dice que, obviamente, en esta negociación recibían directivas. Imagino 
que las directivas provenían del Poder Ejecutivo. Yo ni siquiera recuerdo quién era el señor Ministro 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en esa época. La pregunta es: entonces, 
¿ustedes recibieron directivas del Poder Ejecutivo, imagino que a través del Ministerio, para no 
realizar las acciones legales contra URAGUA en los plazos que establecía la Asesoría Jurídica de OSE? 


SEÑOR GRANUCCI.- Esa es una pregunta capciosa. 

(Diálogos) 

SEÑOR BRENTA.- Es una pregunta. Solo le pregunto de quién; nada más. 
SEÑOR GRANUCCI.- Estaba bromeando. Quiero decir lo siguiente. 


¡Claro que recibimos directivas! ¡Claro que estábamos en comunicación permanente! Porque eso es parte de 
la Administración, unos más arriba, otros más abajo, pero todos estamos ahí. Nadie recibió la misión expresa: 
“No vaya usted a hacer tal cosa”. Se nos dice: “Mire, estamos negociando esto; se hace así o asá”. Fue una 
sucesión de hechos menores que yo no puedo describir. En términos generales, se nos dijo: “Mire, estamos 
metidos en esta negociación”. ¿Cuándo hacíamos valer judicialmente, si se quiere, la rescisión del contrato o 
los hechos que ameritaban la rescisión del contrato? Bueno, variaba en atención a esa negociación. 


Insisto en que lo cierto es que los fundamentos fácticos y el derecho que se aplicaba a esos fundamentos 
fácticos eran inmutables a las acciones concretas que se iban tomando durante la negociación. Yo podía 
juntarme o no juntarme; dilatarlo; promover otra acción; pedir una inspección para ver sí las obras se habían 
hecho; podría haber pedido otros informes; podría haber hecho infinidad de movimientos que no iban a 
afectar el hecho de fondo, que es lo que a mí me preocupa y que, en mi modesta opinión, nos debe preocupar 
a todos. Esto es, que los hechos constitutivos del incumplimiento de URAGUA eran absolutamente 
manifiestos en dos aspectos: en el material de la no realización de las obras y en el hecho de que, a mi juicio 
hay algún informe pero se puede abundar, la propuesta era inviable. ¿Por qué la propuesta era inviable? 
Porque habían unido, por voluntad propia, un canon muy alto al inicio del contrato de concesión junto con el 
gasto por las obras más importantes. A esta combinación, a esta altura casi imposible, se le sumó el factor de 
la crisis externa que lo hizo fatal 


Entonces, por estas dos razones, íbamos rumbo a la rescisión. El asunto era elegir el momento y la mejor 
oportunidad para ello. Pero no nos cabía la menor duda de que esto terminaba en rescisión. 


En aquella época, el señor Ministro era Atchugarry y el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
era el contador Davrieux. Estuvimos en esta misma Sala dando las explicaciones de cómo se iban a hacer los 
movimientos posteriores, es decir, cómo se iba a ir hacia la rescisión y cómo iba a ser la estrategia de 
repliegue de la empresa particular y de avance de la OSE en la administración de esos servicios. Y en esta 
misma Sala, se diseñó, en términos muy generales, una situación bastante similar a la que existe ahí con una 
Comisión que hoy es como un organismo desconcentrado de la OSE que administra la zona de Maldonado. 


Pero, insisto brevemente porque quiero que quede bien claro. Una cosa son las razones de fondo, que eran 
inmutables a mi juicio y estaban absolutamente probadas, y otra es el manejo de esas situaciones para 
determinar en qué momento se tomaba cada decisión. A mi juicio, esa decisión debía ser tomada en el sentido 
de la rescisión. Y, en mi concepto, antes del 31 de octubre y después de esta fecha, los hechos constitutivos 
del incumplimiento de URAGUA estaban más que probados. La imposibilidad de ejecutar la obligación de 
realizar las obras con el ingreso que tenían era absolutamente imposible. Quiere decir que cualquier 
Administración, la nuestra, esta o la otra que venga, tendría que haber hecho valer ese incumplimiento y 
haber exigido el pago de los veinte millones como indemnización y no haber devuelto ninguno por la 
inversión ya realizada. Esa es mi opinión. Y ningún hecho de atrasar o adelantar las intimaciones o la 
promoción de las acciones cambiaba esa circunstancia de hecho, que tampoco la cambió el resultado 
plebiscitario del 31 de octubre. 


SEÑOR BERNINI.- Buenos días. 


Voy a hacer algunas preguntas puntuales. En materia de publicidad queremos saber qué nos puede aportar, si 
es tan amable. Nosotros, por lo pronto, según la información que tenemos y que hemos analizado respecto a 
la distribución a nivel nacional de la publicidad, vemos que por lo menos sin abrir juicios de valor; voy a 
hablar de actos objetivos hay objetivamente una desproporción en la adjudicación de propaganda a 
determinados departamentos respecto a otros. En lo que me es personal, no he podido hasta hoy, por lo 
menos comprender los criterios por los que se pudiera haber llegado a eso, porque es posible que uno en 
particular pretenda asignar mayor publicidad a determinadas regiones del país en función de determinado tipo 
de criterios. Pero, notoriamente, si uno analiza algunos criterios, por lo menos generales, como por ejemplo 
la cantidad de habitantes o de usuarios de la OSE, llama la atención que departamentos como Florida y San 
José tienen una cantidad ponderada como absolutamente desproporcionada con referencia a lo que pueden ser 
otros departamentos como Montevideo y Canelones. En algunos casos, la relación es de diez a uno. Entonces, 
mi pregunta concreta es si usted nos puede aportar su visión como ex Vicepresidente del organismo en cuanto 
a qué se puede deber que esto sea así. Esa es una primera pregunta. 


¿Puedo seguir preguntando? La idea es hacer varias preguntas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si usted lo prefiere... 
SEÑOR BERNINI.- Me parece mejor, si el señor Presidente me lo permite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR BERNINI.- En materia de funcionarios, por un lado está el tema de CREDIMAT. Yo no sé si 
usted conoce cuál ha sido la realidad posterior... 


SEÑOR GRANUCCI.- Algo. 


SEÑOR BERNINI.- Bueno, había demandas producto de que se partía de la base de que la relación 
laboral estaba vinculada directamente al organismo y esto provocó que esta Administración tuviera 
que tratar de regularizar la parte contractual. 


Respecto a funcionarios, ¿nos puede aportar cuántos funcionarios estaban afectados al Directorio 
directamente, y en particular a Usted? 


Referido a esto también está el tema de los viáticos por salidas al interior. Yo he accedido a información 
también objetiva no subjetiva respecto a que se ha constatado que con relación a los viáticos, producto de 
salidas al interior, que correspondía pagar, en varios casos se comprobó que en los días que correspondían al 
pago de estos viáticos, el marcado de la tarjeta, que era un elemento objetivo comprobable, se daba en 
Montevideo. Quiero saber si usted está al tanto de esta realidad y qué puede aportarnos con respecto a este 
tema. 


Lo mismo ocurre con respecto a los peones de bombeo, que era la forma bajo la cual se contrataba. Tenemos 
la información objetiva de que en algunos casos se contrataba a gente con 58 años. Nadie duda de que una 
persona de 58 años puede seguir trabajando, pero justamente eso me lleva a preguntar cuál era el criterio y 
cómo se tomaba el personal de bombeo, muchos de ellos con profesiones liberales como la de abogado, 
etcétera, y que, de hecho, luego pasaron a ejercer esas funciones. ¿Qué nos puede aportar sobre eso? 


Respecto al tema coches, vehículos, fletes, fleteros, también acá hay datos de la realidad que nos han llamado 
la atención y abusamos de su amabilidad para consultarlo y ver qué nos puede aportar. Tenemos cifras en 
cuanto a reparaciones y a determinados talleres; por lo pronto, no se llamaba a licitación; particularmente 
tenemos la información de que un vehículo suyo estaba doblemente empadronado, en Treinta y Tres y en 
Rivera, y se pagaba doble, y de que por el cálculo de cuánto significaban los gastos de combustible a través 
de las boletas correspondientes, se podía llegar a un promedio mensual que traducido en quilómetros 
recorridos ascendía a 17.000. Nos gustaría que usted también nos pudiera aportar sobre eso. 


En el mismo sentido, respecto al tema fleteros. No había llamados; había asignación directa a los fleteros y 
hay información como que las boletas o las facturas para ellos se confeccionaban directamente desde adentro 


del organismo por funcionarios de la OSE. Queremos saber si esto es verdad o no. Le agradecería que nos 
pudiera aportar información en ese sentido. 


Trato de no ser mucho más profundo; estoy haciendo un planteamiento muy salpicado. 


Sobre las perforaciones. Por lo menos las resoluciones que tenemos en nuestro poder establecen cuáles 
debían ser las condiciones para hacer las perforaciones por gasto y por cuenta de la OSE y se hablaba 
particularmente de área rural y de zonas socialmente desprotegidas. Sin embargo, también hemos constatado, 
por la documentación que tenemos usted hizo referencia al pasar a algún caso en ese sentido, que a clubes 
deportivos, y a algunos de ellos no deportivos sino sociales, como el Centro de Protección de Choferes de 
Montevideo, usuarios del organismo, clientes del organismo, se les hizo por cuenta de la OSE esos pozos, 
esas perforaciones. En algunos casos lo que nos llamaba la atención era que OSE gastaba para perforar y 
perdía un cliente que pagaba, y que las perforaciones no se ajustaban a los dos criterios que se habían 
planteado originalmente en las reglamentaciones. Entonces, también nos gustaría saber por qué esta aparente 
desviación de los criterios originales y qué podía justificar que a clientes usuarios del organismo, con 
contador, accediendo al agua potable como cualquier hijo de vecino de este país, se les construyera un pozo, 
que en ello gastara dinero el Estado, en función de que era OSE la que pagaba ese pozo, para después 
terminar perdiendo un cliente en función de que después pasaba a consumir agua de allí. Esto no nos cierra 
bien, por lo menos en primera instancia. Claramente, por lo menos, que lo sepamos, no se reúne ninguna de 
las dos condiciones que se planteaban para que OSE sí pudiera perforar. 


Por último, por lo menos en lo que hace a esta parte, algo en relación con las UPA. Según información que 
tenemos, se hacían pedidos de precios, pero se ha constatado que las empresas a las que se pedían precios 
eran propiedad del mismo grupo económico o de las mismas personas. Esto llevaba a que hubiera un 
sobreprecio que se comprobaba comparando, como bien decía Usted, de cuatro veces más valor de lo que se 
pidió después. Yo adjudico esto a que si se pide precio a cuatro empresas que tienen un vínculo empresarial 
común, obviamente allí se puede generar un “dumping” que genere sobreprecios. Queremos saber si usted 
está al tanto del tema, y si nos puede aportar información al respecto. 


También tenemos entendido que las UPA se tenían que construir en una casilla de aproximadamente 50 
metros cuadrados donde obviamente tenía que haber hormigón, abertura, etcétera. Tengo el dato de que en 
algunos casos la presupuestación daba que para una casilla de 50 metros se colocaban ocho puertas y catorce 
ventanas. ¿Nos puede aportar algo sobre eso también? 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de las escuetas interrogantes planteadas por el señor Legislador, le 
cedemos el uso de la palabra al señor Granucci. 


SEÑOR GRANUCCI.- Escuetas en cuanto a la formulación de cada una, en cuanto al número no. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entre comillas. 


SEÑOR GRANUCCI.- A ver; en principio; en términos generales; vuelvo a insistir en una cosa; todo 
esto que se me pide que refiera ahora son datos absolutamente puntuales, ¿no?, concretísimos, pero las 
preguntas no refieren a la política general del organismo, ¿no? Es decir, no hay un cuestionamiento a la 
política general, ¿verdad? Se quiere saber si en alguna cosa no se hizo algo, si algo no estaba 
perfectamente bien o si había alguna desviación. Pero la política general no está cuestionada, según 
entiendo es lo que me parece a mí, ni en cuanto al tema de tener UPAs ni al de hacer publicidad ni al de 
designar funcionarios. No; lo que se quiere saber es cómo se hizo en cada uno de esos casos puntuales. 
Esto en primer lugar, porque me parece que dimensiona el problema. Entonces, uno habla de 
perforaciones y particulariza en la del Centro de Protección del Choferes y parece que las doscientas 
perforaciones que se hicieron fueron todas hechas igual. No. Fue una en doscientas. Entonces, 
dimensionemos. Y el criterio general de hacer perforaciones parece acertado. Por eso, primero quiero 
dar dimensión a las interrogantes y luego pasar a contestar cada una de ellas. 


(Murmullos.-Diálogos) 


——— En cuanto al tema de la publicidad... 
(Murmullos) 


——- No, espero a fin de que puedan ahorrarse la lectura de la versión taquigráfica... 
SEÑOR BERNINI.- Disculpe. ¿Me permite una interrupción? 

SEÑOR GRANUCCI.- Con mucho gusto. 

SEÑOR BERNINI.- No, porque Usted hace referencia a doscientas perforaciones... 


SEÑOR GRANUCCI.- Lo dije como un número al azar. 


SEÑOR BERNINI.- No, pero permítame que sea preciso yo y le pido por favor que me diga si estoy 
equivocado o si estoy en lo cierto; tendría que acceder a la versión taquigráfica... Bueno, lo que nos 
informa el Directorio es que se hizo una investigación sobre aproximadamente la mitad de las 
perforaciones realizadas durante dos años. En un caso, 46% y no recuerdo bien en el otro, pero 
andaban ahí. Precisamente, estamos hablando de que en un año se investiga un 46% y una cifra 
similar en otro año; estamos hablando de unas veinte perforaciones por año. Entonces, estamos 
diciendo que se investigó la mitad y dentro de esa mitad de cada año se encontraron con que la mitad 
estaba fuera de la norma. ¿Estoy equivocado? 


SEÑOR GRANUCCI.- Está equivocado y le digo por qué. A veces, uno tiene que controlarse en la 
calificación de las cosas. Lo cierto es que acá señalan eso. Como ya lo señalé, de las veinte que son en 
total, podrían haber investigado las veinte. Antojadizamente, fue el 46%; no todas; algunas. El país no 
es tan grande, las perforaciones no son tantas, podrían haber visto todas. De ese 46%, no señalan que 
de las veinte nueve estaban mal; dicen en forma específica que de las nueve, dos lo estaban, 
básicamente en Montevideo: Centro de Protección de Choferes y Coraceros. 


En el caso de Coraceros ya expliqué la razón en forma abundante y clarísima; hay un convenio con el 
Ministerio del Interior. 


(Interrupciones) 


——- No, lo dijo acá la Vicepresidenta porque se ve que no había leído todo lo que debería haber leído. 
Entonces, hay un convenio con Coraceros... 


(Interrupción del señor Representante Brenta) 


——— Pero lo dijo; ¿quiere que se lo lea? Lo dijo la Vicepresidenta. Está en la versión taquigráfica. Pero se lo 
adjudico; es su única intervención y fallida. No vamos a argumentar sobre el punto. 


Señalan otra perforación, en Montevideo, que yo no puedo explicar porque no puedo dar explicaciones de 
todo, y además porque no fueron aprobadas por el Directorio, para empezar; o sea: la hace el grupo 
encargado de ejecutarlas. Pero estimo que llegó por alguno y que encontraron alguna razón para hacerlo. Yo 
no puedo hacerlo. Si yo hubiese estado en esa posición y me hubiese enterado en su momento, quizás 
también hubiese pedido la investigación. Ahora, Usted me lo informa ahora y yo le digo: “De esa no tengo 
explicación; de la de Coraceros, tengo, y es esta”. Para las del interior, las cuales no conozco, tengo dos 
explicaciones que me puedo imaginar de la misma manera que se puede imaginar cualquiera que no esté en 
OSE. Me imagino que se refieren a una que se hizo en un club deportivo en San José y a otra que se hizo en 
otro club deportivo en Florida... 


SEÑOR BERNINI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR GRANUCCI.- Cómo no, con mucho gusto; se la concedo señor Diputado. 


SEÑOR BERNINI.- Gracias. 


Estamos hablando de números y me parece que hay que ser bastante preciso, a efectos de que conste en la 
versión taquigráfica, por otra parte. 


Las cifras que se manejaron y de las que yo tomé nota dicen lo siguiente: que en 2003 se construyeron 
diecinueve pozos, se analizaron nueve, se investigaron 9, o sea, un 47%. En 2004, veinte, de los cuales se 
analizaron ocho; estamos hablando de un 40%. En el ciento por ciento de los dos analizados no había 
equipamiento de potabilización, que es un requerimiento elemental a la hora de potabilizar el agua, tal como 
es política del Ente por la sanidad de la población. 


En segundo término, le puedo decir algunos ejemplos que nos dieron: el Club Atlético Peñarol de Florida, el 
Alianza de Florida, el Avenida de Florida, el River y el Campana de San José. No se encontraron los 
fundamentos de por qué esto fue así. Le agrego el Centro de Protección de Choferes de Montevideo. 


Quería ser preciso para que constara en la versión taquigráfica. 
SEÑOR GRANUCCI.- Señor Diputado: sigo sin explicarme por qué no todas... 


Hay una aclaración que me parece interesante hacer. No toda perforación requiere equipo de potabilización. 
Por ejemplo, yo hice una perforación en la Calera de Recalde. ¿Usted sabe dónde queda la Calera de 
Recalde? Bueno, ahí hicimos una perforación; en las dos escuelas hicimos perforaciones, de lo cual soy 
responsable. Bueno, es imposible que tengan un sistema de potabilización. El agua de la perforación es 
suficientemente buena y no es necesario tener equipos de potabilización adicional. En otros casos sí es 
necesario porque sale con arsénico, con flúor y esos sí tienen que complementarse con sistemas de 
potabilización o de mejoramiento de la calidad del agua. Por ejemplo, toda la zona del litoral sobre el Río de 
la Plata y principio de Río Uruguay tienen una alta contaminación por el tema agrícola y eso lleva a que haya 
componentes muy nocivos como, por ejemplo, el flúor. Y tanto dicen que comamos con flúor... Bueno, 
cuando uno se pasa de flúor, le explotan los dientes, se revienta el esmalte. Bueno, en ese caso sí se necesita 
un sistema de potabilización adicional, pero no todas las perforaciones lo requieren. Entonces, me extraña, 
pero, bueno, el doctor Uriarte no es técnico en agua, el ingeniero Ponce de León no sé en qué es ingeniero y 
la Vicepresidenta no sé si tiene formación en ese sentido. Está lleno de perforaciones por las que OSE da 
agua, está incorporado como sistema. 


Otro caso más. En Las Flores, en el departamento de Tacuarembó, da el agua con una perforación y lo que 
pone es la bomba para que saquen el agua del pozo o de la perforación, pero no necesariamente tienen esto. 


Volviendo al tema específico. El señor Diputado se refirió a la investigación de las perforaciones; lástima que 
no investigaron las veinte. Vuelvo a insistir que no está aclarado por qué. Pero aun de esas, algunas no 
pasaron por el Directorio. El señor Diputado habrá visto que no fueron aprobadas por el Directorio; se tuvo 
que ir a investigarlas en forma específica. Así que en esa materia, descargo en parte mi responsabilidad, 
porque yo no la puedo tener en todo. En las políticas, sí, en todas; en algunas decisiones concretas, no en 
todas. 


Por otra parte, quiero señalar que no sé ni siquiera dónde están ubicados estos clubes. Sin lugar a dudas, 
Peñarol es el más popular y es el que debe tener mayor cantidad de socios o de participantes de los sectores 
más humildes, porque esa es un poco la expresión demográfica del club y así debe ser con el resto de los 
clubes que el señor Diputado señaló, que yo desconozco. De todas maneras, me parece que asegurar el 
suministro de agua en esos clubes del interior para que las personas se puedan bañar y para que tengan 
buenas condiciones higiénicas es fundamental. Muchas veces, esos clubes, en el interior, no pueden hacerse 
cargo de la cuota de OSE, que no hace distinciones entre un club deportivo que asiste a poblaciones 
carenciadas, una casa de familia o un comercio. A todo el mundo le aplica la misma tarifa. Y es posible que 
quien haya dispuesto esas perforaciones en esos lugares, que no fueron aprobadas por el Directorio, persiga 
esa finalidad: asistir a los sectores carenciados que hacen deporte y adquieren hábitos higiénicos de conducta, 
que ingresan por afiliación en esas instituciones deportivas que tienen esas perforaciones, que no pueden 
costear una tarifa de OSE. Pero yo no puedo ir más allá de la imaginación en este caso. Cuando conozco el 
caso concreto, se lo señalo con absoluta claridad. Y si se me pregunta si yo perforé en el club equis de 
Montevideo, yo le digo por qué lo hice, tal como hice con la perforación de Coraceros; les dije: “Lo hice por 


esto”. Y lo defenderé. Se me podrá decir que se está en desacuerdo conmigo; macanudo. En este caso llego 
hasta ahí, que creo es una explicación plausible, que aleja la sospecha y hace más razonable el tema. 


SEÑOR BRENTA.- Aquí había dos resoluciones de Directorio en el tema de las perforaciones. La 
Resolución 321, que crea un grupo de trabajo cuyo cometido es el estudio, planificación y seguimiento 
del proyecto destinado al suministro de agua potable en el medio rural. Y en la Resolución 932 de 2002, 
se fundamenta el grupo de trabajo y se autoriza la creación del Fondo permanente, que sería 
administrado por la unidad. Luego, se crea otro grupo de trabajo con el objetivo de planificar y 
ejecutar ampliaciones de redes de agua potable y saneamiento en zonas y sectores de población 
económicamente deprimidos, teniendo en cuenta los cometidos y la finalidad social de OSE. Entonces, 
yo no veo aquí una cuestión de imaginación. Lo que veo es que, primero, si se encuentran instituciones 
que ni están en el área rural ni atienden sectores de población deprimida, como claramente es el 
Centro de Protección de Choferes, y si se atienden instituciones deportivas que ya tenían conexión de 
agua potable y que luego de las perforaciones se desconectaron, en su lugar, la mejor respuesta que 
daría es: “No sé”. Porque, la verdad, es que esas instituciones están claramente fuera de las 
resoluciones que el propio Directorio de OSE tomó con respecto a los ámbitos a los cuales debían ir 
dirigidas las perforaciones. No están en el medio rural y no atienden sectores de población deprimida. 
Obviamente que el caso de la escuela no fue analizado, porque cualquier escuela del medio rural estaba 
dentro de los marcos de la resolución tomada. Me parece que eso es bastante claro. Lo que no está 
dentro de los marcos es el caso de instituciones que no se encuentran en el área rural ni atienden 
población deprimida. Casualmente, además, se dan en dos departamentos. Entonces, si uno usa la 
imaginación llega a otras conclusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a solicitar al doctor Granucci que conteste las interrogantes planteadas 
por el señor Diputado Bernini y que luego sí los legisladores tengan libertad de repreguntar. 


SEÑOR GRANUCCLI.- Trataré de hacerlo así y tal vez otros legisladores quieran repreguntar. 


Vuelvo brevemente sobre ese punto. Yo nunca me he caracterizado por la elocuencia; si no quizás me habría 
ido mejor en la vida. Insisto en lo que ya dije: lo que no sé, no lo sé y lo acabo de decir, y las cosas no 
pasaron por el Directorio y lo dije con absoluta claridad; y lo que sé también lo dije con total claridad. Lo que 
sí también digo con absoluta claridad es que en esa investigación que se señala no se hace referencia a si esos 
clubes de Florida, que no conozco, están o no inmersos en esa realidad social de población carenciada. No lo 
sé; yo nunca vi la investigación. Tal vez el señor Diputado la haya visto y dice que pertenecen a sectores de la 
población económicamente desahogados y, entonces, no corresponde, y justifica porque no se ajustan a los 
parámetros socioculturales exigidos por la resolución del Directorio. No sé si la investigación fue así. Lo que 
digo es que no la conozco. Supongo y allí ejerzo la imaginación que responden a este esquema de 
interpretación, que es que a través de instituciones deportivas, que son un lugar de captación de población, se 
tiene acceso a ese sector considerado entre los fundamentos de la resolución. No sé si me explico. 


Pero, concretamente, no lo puedo decir, porque como se me dice, se me aconseja y yo ya he cumplido por 
adelantado, no lo conozco. No sé si he sido claro. 


SEÑOR BRENTA.- Está claro. 


SEÑOR GRANUCCI.- Lo otro ya está, ya lo contesté, y puede gustarnos o no. Otra vez, en términos 
generales, se trata de un conjunto de perforaciones en un conjunto general de política de OSE que creo 
que fue acertada. 


En cuanto a publicidad va a suceder lo mismo. En algunos casos lo dije en la disertación general y tal vez no 
fui lo suficientemente claro la OSÉE es casi monopólica y hace publicidad en dos aspectos. La hace porque 
tiene una obra en un lugar y requiere hacerla conocer para que se hagan las conexiones, o porque quiere o 
lleva adelante algún plan de cuidado del agua o algo así, o desea un mejor relacionamiento e inserción en la 
población a la cual asiste. Esos son los motivos de la publicidad. 


Recorran toda la publicidad, para arriba y para abajo, aun aquella por la que resulté procesado, que fue de 
$ 6.000, al Club Atlético Welcome porque entendieron que había puesto esa publicidad. No la había puesto 


yo sino que la puso la OSE, pero me la vinculan a mí; es verdad que yo jugué en Welcome. Cesamos en 
marzo y eran $ 2.000 por mes, y entendieron que se pagaron los meses de abril, mayo y junio, lo que da 

$ 6.000, y nunca se entendió que esos $ 6.000 correspondían a diciembre, enero y febrero, porque la OSE 
pagaba la publicidad a noventa días. Es decir que no era para adelante, por un período en el que yo ya no era 
Directivo de OSE, no era Vicepresidente, sino para atrás. Cada uno de esos casos lo puedo explicar como ya 
lo hice. Se trata de un mecanismo de inserción que se utilizó de la forma genérica más imparcial posible entre 
todos los que nos hacían llegar solicitudes de publicidad; tengo en mi poder algunas, como solicitudes de 
escuelas y demás. 


Si hay publicidades específicas, bueno, mire: se creó una Comisión para regularizar, regular, coordinar o 
controlar la publicidad que daba la OSE, publicidad que no era... Ya lo dije: los montos son exiguos, 
mínimos, y no están referidos a una sola institución, fraccionados en tantas veces como evitar la compra 
directa pero con el resultado económico similar, ¿no?, sino que es entre la infinidad más absoluta de medios 
de comunicación de todo el país. Y en ese sentido puedo decir que eso fue lo que hicimos nosotros. Si hubo 
sesgamiento por algunos departamentos y demás, eso debió haber sido objeto del trabajo de la comisión que 
fue creada para eso. Y ella era la que elevaba al Directorio la recomendación sobre la publicidad posible o no 
posible y, generalmente, el Directorio se reservaba cuando había algún evento especial que requería una 
decisión específica por el monto de la inversión, pero en otros casos no. Si hubo sesgamiento, yo no conozco 
porque eso venía así, aprobado directamente por organismo. 


En ese sentido se creó una comisión que analizaba esto pero, extrañamente, entre otras cosas tenemos toda 
una estructura administrativa, que toma decisiones de todo tipo, a todo nivel, algunas que llegan a la cabeza 
política y otras que no, pero es siempre la cabeza política la responsable por todo lo que sucede. Y muchas 
veces quien estuvo en la Administración Pública, dirigió algún Ente del Estado o tuvo alguna 
responsabilidad, aunque no sea esta, sabe bien que las estructuras administrativas permanentes toman más 
decisiones de las que a veces uno logra llegar a controlar, y que enterado de una desviación de ese tipo, en su 
momento y por el personal administrativo correspondiente, se hubiesen tomado a mi juicio y en mi caso las 
medidas y decisiones que hubiesen correspondido. Yo más de eso no puedo decir. Si me dicen eso, lo puedo 
controlar. 


Por ejemplo, en el tema de viáticos, que después tratamos en forma específica, no había ningún control y a 
propósito de los viáticos del pasado a mi propuesta se creó una comisión específica, presidida por el Gerente 
de Jurídica, que debería controlar todos y cada uno de los viáticos que se hacían. Y en el caso concreto del 
personal asignado a la Secretaría de los Directores, el Director debería autorizar cada uno viáticos que hacía 
su personal, y es una resolución de 2001. Resultado: en algunos casos yo termino siendo procesado por 
funcionarios a los que yo nunca les firmé ni les autoricé ningún viático, pero en el esquema del poder jurídico 
y del conocimiento que primaba sobre todos los funcionarios yo debería conocer lo que no conocía, porque ni 
siquiera funcionaba en mi oficina. Sin embargo, eso resultó así. Y hay una resolución expresa que tengo por 
aquí que dice que todos los funcionarios afectados a los despachos de los señores Presidente, Vicepresidente 
y Director en forma previa al inicio de la gestión de los viáticos deberán ser autorizados por los respectivos 
jerarcas. Bueno; hay cuatro funcionarios procesados y demás, entre ellos yo como coautor de un delito por el 
cual nunca autoricé al autor. O sea que después les digo cuántos tenía a mi cargo, cuáles estaban conmigo y 
cuáles no en esto y cómo terminan las cosas, que parecen objetivas en alguna medida y terminan cargadas de 
subjetividad e intencionalidad política inocultable. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Varela Nestier) 


——— Entonces, en cuanto a la publicidad, hasta donde conozco, les digo: ¿cómo hicimos y cómo hice en mi 
caso? Esto es así. ¿Qué es lo único concreto que se me imputa? $ 6.000 al Club Atlético Welcome, $ 2.000 
por mes, correspondientes a enero, febrero y marzo de 2004. 


Con respecto a funcionarios y CREDIMAT, que como ya dije es Crédito por Materiales pero es una unidad 
de trabajo que venía de antes y tenía una modalidad de trabajo no la mejor de todas que con el Banco 
Mundial tratamos de modificar y corregir, lo que no era fácil porque estaba muy vinculada... 


SEÑOR BRENTA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR GRANUCCI.- Contrariando la voluntad del anterior Presidente voy a conceder la 
interrupción al señor Diputado. 


SEÑOR BRENTA.- Disculpe la interrupción, pero usted dijo que CREDIMAT es una unidad de 
trabajo. Nosotros nunca logramos comprender en esta Comisión qué vínculo jurídico tenía 
CREDIMAT con OSE. Tal vez usted nos puede explicar esto, de paso. 


SEÑOR GRANUCCI.- CREDIMAT quiere decir Crédito por Materiales y es la administración de un 
fondo, de un crédito, que daba un Banco alemán cuyo nombre no recuerdo, al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para obras sociales, y este lo trasladaba a OSE. Una parte 
de ese crédito se aplicaba a OSE y pasó a ser aplicado al plan para contener el cólera. Ahí empieza 
todo. ¿Por qué? Porque el cólera tiene dos causas: el tema sanitario de aguas servidas y el agua 
potable, porque si vos te lavás las manos no te agarrás cólera, por más que no tengas un buen 
saneamiento. Esa es la realidad. Pero como el objeto era llegar a las casas y los sectores más 
carenciados eran los que tenían más riesgo de ser contagiados por el cólera, había que hacer el 
saneamiento dentro de la casa. ¿Por qué? Porque las precarias condiciones estaban en la cocina y en el 
baño. Entonces, había que hacer toda la obra intradomiciliaria. ¿Cómo se hacía y cómo lo hacían ellos 
que no tenían plata? Se hacía con este crédito. ¿Cómo se hacía el plano? La persona a la que se iba a 
asistir, muchas veces no contaba con formación ni con posibilidades de acceder a los medios para 
contratar a un arquitecto para hacer los planos de la cocina o del baño. Entonces, eso lo empezó a 
hacer la OSE. Después se creó la Unidad de Proyectos Especiales donde se incluyó a CREDIMAT, a la 
administración de este crédito para materiales. Se trata de una unidad de trabajo que estaba dentro de 
la Gerencia de Proyectos Especiales o de productos nuevos. Esa estructura administrativa fue creada 
con dos o tres fines específicos. Existía CREDIMAT que apoya las obras de saneamiento 
intradomiciliarias; no para las obras que ejecutaba la OSÉE sino para el que las ejecutaba y se 
conectaba con OSE. Entonces, el cliente que se conectaba recibía el préstamo, OSE le pagaba al banco 
lo que la persona recibía por hacer la obra intradomiciliaria, y luego le cobraba el préstamo. Ahí se 
producen los desfases. 


SEÑOR BERNINI.- Pedí una interrupción porque cuesta entender algunas cosas. Estamos hablando 
de CREDIMAT, y muchos aquí piensan que se trata de una empresa. Tuvimos que regularizar hasta 
los funcionarios de CREDIMAT. 


Se trataba de un crédito que se otorgaba a un usuario para facilitar el ingreso del saneamiento a su domicilio. 
En definitiva, la pregunta es: si es un crédito para el usuario, ¿por qué no le permitían a este elegir con qué 
albañil quería hacerlo, en la medida en que cumpliera con el objetivo? Según la información que poseemos, 
entendemos que ese crédito se otorgaba en la medida de que se contratara a los funcionarios designados para 
eso. 


SEÑOR GRANUCCI.- Efectivamente, funcionó así como dice el señor Diputado. El crédito se lo daba 
el banco en la medida de que OSE o el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente controlaran o ejecutaran la obra. Sin perjuicio de ello, el cliente, el usuario que quería 
conectarse y hacer la obra por su cuenta, no tenía ningún inconveniente, pero no podía utilizar ese 
préstamo. Podía sacar cualquier otro y se le hacía la obra. Ese préstamo tenía ese mecanismo de 
regularización, entre otras cosas porque, teóricamente, OSE pagaba el crédito y financiaba al cliente. 


Hay algunas dificultades menores que también pueden ser aceptables. A veces, esas obras de conexión no son 
tan sencillas y la propia OSE sabe cómo hacerlas; me refiero a las rupturas de caños, cómo perforar, y demás. 
Esos eran los argumentos que se manejaron. Pero, perfectamente, el cliente podía decir que no quería hacerlo 
así porque tiene otra manera de financiarlo y sabe cómo hacer la conexión. Ese crédito era a través de OSE y 

se hacía de esta manera. 


El tema de CREDIMAT y los funcionarios no es el primer caso que se da; en el Banco Hipotecario pasó lo 
mismo. Por ejemplo, hubo funcionarios que trabajaron en programas de construcción de viviendas del Banco 
Hipotecario que luego de finalizarlos, terminaron reclamando contra el Banco. Quizás recuerden aquellos 
programas de Aquiles Lanza o el de Cuarenta Semanas para los que se contrataban sanitarios, electricistas y 
sobrestantes que trabajaban específicamente para la empresa pero para ejecutar una obra en concreto. 


Después de terminada la obra que duró varios años, estos trabajadores reclamaron contra la Administración. 
¿Por qué? Porque en el derecho laboral se genera una suerte de búsqueda del patrimonio responsable, 
solvente para responder por las obligaciones laborales. Por este motivo se siguió este camino; no es un tema 
exclusivo de la OSE. Sucedió en varias empresas como, por ejemplo, en las de limpieza del Banco de la 
República. Ello es así porque después de una continuidad trabajando para lo que teóricamente es su 
comitente, que es una empresa pública, genera la convicción de que estamos en una relación laboral, 
administrativa con el Estado. Ahí se suceden una serie de reclamaciones. Sucede aquí e, insisto, en el Banco 
Hipotecario y en el Banco de la República. No es un hecho novedoso que el empleado, que fue tomado no 
como personal estable del Estado, termine pensando que su empleador es el Estado y el derecho laboral le 
otorga cierta protección porque busca no la apariencia jurídica sino el patrimonio solvente a través del cual se 
responda por las obligaciones laborales. Este es el motivo y la explicación por lo que se termina reclamando 
al Estado. También por esta razón el Directorio actual termina reconociendo esta situación y dando una 
solución. Ello es parte de la realidad: se encontraron con una situación de esas, que nosotros también 
tuvimos. Algunos funcionarios tenían once años trabajando para CREDIMAT en esas condiciones, por lo que 
consideraban que eran tan funcionarios como cualquier otro. Pero ya les digo: no es una situación exclusiva 
sino genérica. Es una admisibilidad que hoy tiene la justicia en materia laboral en cuanto al comportamiento 
de la responsabilidad que lleva a la búsqueda del patrimonio solvente para ser responsable tanto de las 
obligaciones laborales como con relación al derecho civil. No se trata de algo aislado; ello está inscripto 
dentro de una concepción jurídica que está más o menos presente en todos lados. 


En cuanto al tema de los fleteros, quiero decir que los únicos que se designaron durante mi Administración, 
fueron en sustitución de aquellos que por fallecimiento o por imposibilidad no seguían trabajando y tenían un 
familiar, la viuda o un hijo que ingresaban por él. Pero, básicamente, no ha aumentado el número de fleteros 
sino que se tomaron los existentes y algunos de ellos solicitaron que ingresara un familiar porque había 
muerto el permisario. Así sucedió, pero el número de fleteros no aumentó de ninguna manera. Además, con 
este tema sucede lo mismo. El Tribunal de Cuentas exigía un mecanismo diferente, más transparente, más 
eficiente de adjudicar los servicios de flete. No es sencillo y tanto no es así, que esta Administración tampoco 
pudo corregirlo mucho y tuvo que tomar a gran parte de los fleteros, extenderles los plazos. No sé ahora, pero 
en su momento, en el período de crisis, cuando se contrajo todo el gasto, entre ellos se redujo el pago por 
hora o por kilómetro del fletero. Entonces, ahí la cosa se redujo mucho y dejó de ser atractivo. No sé cómo 
está ahora este asunto; creo que se está manejando en términos similares. Creo que hace poco se les aumentó 
el precio por hora o por kilómetro, lo que varió un poco. 


Básicamente sucedió eso: se designaron fleteros de esta manera. Ahora se hizo algunos sorteos, pero 
quedaron prácticamente los mismos. Se pudo hacer poca variación, porque no es fácil hacer un cambio con 
fleteros que tienen veinte o veinticinco años en el servicio. 


Hay algo que me parece muy gracioso. Se trata de ese fletero que aparece con 566.000 kilómetros un día, y 
posteriormente con 556.000 como si el cuentakilómetros hubiese ido para atrás unos 10.000 kilómetros. No 
sé con qué finalidad se señala esto ya que los fleteros cobran por kilómetro; entonces, si va para atrás, cobran 
menos. Creo que ello debe responder a otra intención. Quienes cobran por kilómetro, si el cuentakilómetros 
va hacia atrás, cobra menos. No puede ser que al día siguiente tenga menos. Debería ocurrir lo contrario, es 
decir, que un día llegó a los 266.000 y al otro a 320.000 kilómetros. Entonces, uno se preguntaría qué hizo en 
un día para hacer tantos kilómetros que va a cobrar tanta plata. Si va para atrás, no, porque cobra por 
kilómetros. La verdad es que no entendí esta referencia; puede ser parte del desorden. Por otra parte, que 
fleteros o personal le hagan eso, puede ser; eso no se hace por orden del Directorio, no es a consecuencia de 
una instrucción impartida por el Directorio, a la manera “Realícese las liquidaciones a los fleteros por parte 
de otros fleteros o funcionarios”. No tengo la menor idea. Si esto está mal o bien, o si constituyó una 
irregularidad y demás, tendrían que haberlo denunciado en su momento cuando sucedió y si no lo hicieron 
sabrán por qué. Al Directorio nunca fue la denuncia ni el Directorio tuvo nada que ver con ese tipo de 
práctica de liquidación de haberes de un fletero, aquel ni creo el anterior ni este. 


En cuanto a las perforaciones, las tomamos en forma indirecta. 


Con relación a las UPA hubo un tratamiento no fácil, porque siempre parecieron la frutilla de la torta, diría, la 
mejor joya del tesoro. Las UPA tienen dificultades de todo tipo para ser vendidas en cualquier lado, porque 
son una herramienta para potabilizar agua, pero no solucionan nada en cuanto a la distribución de agua. 
Entonces, si se llega al Congo el Secretario General, en su carácter de abogado fue a verificar las obras en el 


Congo se encuentra con que no hay cadenas de distribución, por lo que se puede tener la planta de 
potabilización de agua que no tiene cómo distribuirla a la gente y precisa de una máquina, por lo menos, de 
embotellado, que no tiene ni fabrica la OSE. En el caso del Congo creo que la distribución la hacen con una 
máquina israelí. 


Entonces, las UPA siempre fueron vendidas como un éxito uruguayo, como un invento. En primer lugar, no 
es un invento, sino simplemente un instrumento de utilidad. Es como si alguien dijera que inventó el motor a 
explosión; no, el motor está inventado, lo que podría inventar un modelo de explosión a motor. 


En segundo término, como hay en Uruguay hay en otras muchas partes del mundo, y cuando se van a vender 
es muy difícil, porque los países que pueden comprarlas que tienen una economía para asumir el costo, no 
tienen las redes de distribución que permitan utilizarlas efectivamente. Entonces, si no existen redes de 
distribución, la UPA no sirve. A Uruguay le sirvió, y logró en cinco o seis años hacer la cobertura de agua 
potable que logró, porque tenía un sistema de distribución. Entonces, se le aplicó al sistema tradicional una 
herramienta de utilidad que dio mucha eficacia. En torno a esto se hizo una gran bola de humo. 
Personalmente, en el Directorio no tuve ninguna participación en este caso; la única fue votar en contra de la 
licitación a la India, señalada por el doctor Uriarte. Yo fui el voto en contra de la adjudicación de la licitación 
al que resultó representante para la India, por lo que no fui al Congo ni a la India. No tenía por qué, pero voté 
en contra de esa adjudicación. Por lo tanto, todo lo que haya sucedido ahí me tenía medio poco ajeno, porque 
me oponía y quiero contarlo porque me parece que hace a las líneas generales y no a los detalles. El Estado 
uruguayo había hecho una donación, a requerimiento del Embajador, de una UPA al Estado de Punjab. Según 
las fotos que vi, se trataba de una planta de tratamiento tradicional de unas seis hectáreas de extensión, varios 
piletones que reciben agua en épocas de lluvia, un vertedero, que junta un agua de muy mala calidad. En seis 
hectáreas se daba agua potable a una población de aproximadamente 1:500.000 de habitantes, similar a la que 
tiene Montevideo. El agua era de muy mala calidad, la pileta era muy extensa. Llevamos la UPA donada y se 
logró sustituir esas seis hectáreas por una máquina muy chica de treinta metros. 


Entonces, me pareció que el Estado había hecho una inversión muy interesante, que había puesto el costo y 
tendría que ser el que siguiera las tratativas de colocación si es que podíamos colocar más UPA en la India, 
aspecto en el que soy muy escéptico, porque creo que no podemos vender a nadie una UPA, salvo por 
casualidad, porque no son operativas y nadie va a comprar un pedazo de fierro aquí para llevarlo al hombro la 
mitad del mundo en otro país que, además, produce el acero más barato del planeta y tiene el monopolio del 
acero. Ahora comparten el monopolio con Bután. Entonces, eso no era posible, y si lo fuera el Estado tendría 
que ser el que siguiera adelante con esas tratativas. Insisto con que voté en contra y no tengo ningún 
conocimiento ni sé nada de lo que pasó en esta materia que siguió sus caminos. 


Sí hubo pedidos de precios artificiales; eso nos mete en una cosa muy interesante de lo que es la 
Administración Pública y la adjudicación de licitaciones y el control de la ejecución del gasto en la 
Administración Pública. Es posible que haya existido ese tipo de maniobra de licitar a tres empresas que son 
las mismas; pasa todo el tiempo en toda la Administración cuando uno va viendo por ahí. No es un caso 
único ni insólito. Esto no quiere decir que el Directorio conozca la situación y que conocida la hubiera 
contemplado. Yo nunca me enteré; me enteré cuando vi la denuncia que existía esa posibilidad. Si se me dice 
que puede existir, ese tipo de práctica puede existir en toda la Administración Pública, que no la hace el 
responsable político me salgo de la OSE, sea quien sea, sino muchas veces el personal permanente de la 
Administración, que son quienes toman las decisiones efectivas. A veces uno se olvida de considerar como un 
elemento decisivo en la práctica de irregularidades. 


En este sentido, por mi propia iniciativa, casi eliminamos las ampliaciones de contrato, que es una forma de 
adjudicación directa o una forma de trampear las licitaciones. Es decir, hago una licitación, consultando tres 
precios que sean los mismos o tres precios distintos, le adjudico al que prefiero y luego, por un precio que es 
escasísimo y muy razonable, aplico la técnica de ampliar el contrato y la segunda vez no compite con nadie y 
tengo una adjudicación directa. Eso es gravísimo, porque es ahí donde se cometen las arbitrariedades en la 
administración del gasto y en el enriquecimiento de los particulares cuando participan en licitaciones 
públicas. ¿Qué pasa en esta Administración? Del 100% de las licitaciones realizadas por esta Administración, 
solo se adjudicó el 20%; el resto se ejecuta por ampliación de contrato. Entonces, la Administración actual 
¿cómo hace para adjudicar y ejecutar las obras? Por ampliación de contrato. ¿Sabe cómo compró setenta y 
cinco camionetas que sustituyeron o que gasta lo mismo que el mantenimiento de la flota? Por ampliación de 
contrato. ¿Sabe cómo compra la bauxita? Por ampliación de contrato. ¿Sabe cómo ejecuta cada una de las 


licitaciones? Por ampliación de contrato. Entones, el 80% de las licitaciones que se realizaron en esta 
Administración, en definitiva, se terminaron ejecutando por ampliación de contrato, y eso me parece que sí 
hace a la mala o buena administración del Estado, eso sí es peligroso. 


Quiero relatar un ejemplo y quiero que conste en la versión taquigráfica, porque es más que ilustrativo. 
Íbamos a comprar bauxita, creo que en el 2003, que estaba cotizada a US$ 191,45 la tonelada. La bauxita es 
un suministro crítico; si no hay bauxita, no hay potabilización de agua. Venían, como vienen en Salud 
Pública, con la sangre arriba de la mesa de la bauxita, los servicios permanentes de la Administración. 
Teníamos que comprar bauxita, pero era imposible llamar a licitación y se me decía que había que hacer la 
compra directa porque no había tiempo para licitación. “¿Cómo que no tenemos tiempo?”, pregunté. Tuvimos 
que hacer las previsiones, resolución que también dictamos a mi iniciativa en el 2001 para hacer las 
previsiones de compra y, por lo tanto, tener la anticipación suficiente para no ir a las compras directas, que es 
una forma de distorsionar la adjudicación y privilegiar a unos frente a otros. “No. Hay que comprar la bauxita 
en forma directa”, se me decía. “De ninguna manera”, dije, “aunque haya crisis en el sistema de agua potable 
en Montevideo. La bauxita no se compra en forma directa”. Repito que la última cotización era US$ 191,45 
la tonelada. “Llamen a precios, pagamos lo que sea, háganlo con urgencia, pero no vamos a hacer una 
ampliación de contrato, porque me opongo terminantemente”, dije. ¿Saben a cuánto compramos la bauxita? 
A USS 75 la tonelada, al mismo que nos vendía a US$ 191,45. 


Es ahí donde está el problema, es ahí donde hay que buscar, es decir, cómo ejecutar la asignación 
presupuestal, cómo realizar las obras, mantener la ejecución del cometido. ¿Con licitaciones? ¿Con 
transparencia? ¿Con llamado a precios abierto o llamando a uno y adjudicando los sucesivos hasta donde se 
pueda? Bueno, eso es lo que se hace ahora. Pero como para muestra basta un botón ¿sabe qué licitación 
amplió este Directorio apenas asumió? La licitación de la 5a. línea en US$ 27:000.000 por adjudicación 
directa, y lo hizo en mayo de 2005, pocos días después de haber asumido. Eso sí es adjudicar en forma 
directa US$ 27:000.000. A usted que tiene una empresa y que ejecutó una obra del 1993, le digo en 2005: 
“continúe por US$ 27:000.000 más”. Eso no es una menudencia, no es una cosa chiquita. Uno puede decir 
“te amplió la obra”, pero si no hay recursos queda sin ejecutar y eso queda como una declaración de 
intención. Pero lo adjudicaron a los ahorros que habíamos hecho en 2004 y US$ 7:000.000 fueron imputados 
al presupuesto siguiente de una obra terminada antes de 2002 y ejecutada desde 2003. Aquí sí hay que 
investigar, aquí sí hay que buscar a fondo, aquí sí hay compromisos de los criterios que se aplican para 
administrar las cosas del Estado. Tengo las pruebas acá. Fueron imputados al Ejercicio siguiente 

US$ 5:800.000. O sea que fueron imputados US$ 5:000.000 de los US$ 27:000.000 a un Ejercicio que 
todavía no tenía presupuesto, de una obra que ya estaba terminada. Si alguno es de Montevideo recordará que 
la mitad de la población de la capital que pagaba el adicional de la 5a. línea reclamaba que cesara el cobro 
porque estaba más que terminada. Esa licitación se adjudicó a una empresa concreta con nombre y apellido 
por US$ 27:000.000, que después se redujo a US$ 16:000.000 y no sé en cuánto habrá terminado. Estamos 
hablando de una obra de 1993. Esto sí que me preocupa. 


En cuanto a las UPA, si yo me hubiese enterado que hicieron eso no lo habría tolerado. La Administración 
anterior no toleró las ampliaciones de contrato porque esa es la forma de tergiversar la voluntad y orientar el 
gasto del Estado en beneficio de algunos particulares, o puede existir esa intención detrás de eso, por más que 
no en todos los casos sea así. ¡Si habrá tiempo para ejecutar US$ 27:000.000 por ampliación de una obra de 
1993 terminada en 2000! A la prueba está que la única obra importante que ejecutó esta Administración es la 
6a. línea; si habrá tenido tiempo de hacer la licitación, de adjudicarla y llevarla adelante, porque hace cuatro 
años que está, sin necesidad de comprometer presupuestos futuros que aún no están aprobados a cuenta de 
ampliación de licitaciones que están terminadas. Eso me parece interesante conocerlo en cuanto a las 
licitaciones y a la Administración actual. Podemos tener algunas discrepancias técnicas con respecto a la 6a. 
línea respecto a la corrección de la orientación del gasto. Lo más costoso de una obra de este tipo no es la 
cañería sino el túnel. Cualquier país moderno está refaccionando o sustituyendo cañerías ya existentes y no 
realizando obras nuevas, porque el costo del túnel es mayor, además del trastorno superficial que provoca la 
construcción de una línea en la zona urbana. Se podría haber reacondicionado la 4a. línea, prácticamente en 
desuso, y la 3a. que se desvía para la zona oeste de Montevideo, por un tercio de lo que costó la 6a., tal como 
lo hacen las técnicas modernas, pero es un problema de criterio. 


Si me preguntaban por las licitaciones, adjudicaciones y pedido de precios a dos o tres empresas, que parecen 
ser las mismas según leí ahí, algunas con el mismo domicilio, me parece de locos e intolerable. Hay que ver 
las partes gruesas de las cosas que están sucediendo. Del cien por ciento, estamos en el ochenta por ciento 


por ampliación de contrato; eso es una forma de distorsionar tanto como hacer pedidos de precios engañosos 
el principio de competencia para beneficiar las compras del Estado. 


En cuanto a la doble matriculación, no hay ninguna norma, pero puede haber distintas opiniones. Yo usaba un 
auto con chapa particular de la Administración pública, como sucede actualmente en el Ministerio del 
Interior, o con camionetas contratadas o compradas por “leasing”. En esa oportunidad se empadronó con una 
matrícula particular en Rivera una camioneta que venía de la 5a. línea, que antes había estado empadronada 
en Treinta y Tres. Yo no sé cuáles son los mecanismos administrativos que no cumplieron, o que cumplieron 
mal, por los cuales no le dieron de baja o le dieron de baja a una y de alta a la otra. Lo cierto es que estaba 
asegurada con la matrícula nueva en el padrón nuevo. No hay ningún impedimento legal para tener al 
servicio de la Administración pública vehículos con matrícula particular. Uno lo podrá considerar 
inconveniente, pero no hay ningún impedimento. Si se pagó doble se pagó mal, porque administraron mal, y 
no soy yo ni el Directorio el que hace el trámite en materia de matriculación. 


SEÑORA COSTA.- Quizá sea un tema chico pero hace a la eficiencia y transparencia de los entes 
autónomos. Me refiero al tema de la universalización del sistema Conve, en el sentido de que es una 
tercerización del control que permite no solo no tener que llevar ese pesado control de todas las 
facturas que presentan distintos funcionarios, sino que además lleva implícito que el combustible que 
se gaste esté dimensionado a los kilómetros que se hacen. Me parece que es una maravilla que nos da la 
tecnología modera y si bien no está en todas las ciudades del país, sí en las capitales departamentales y 
en muchas ciudades secundarias. En un país que tiene 900 kilómetros de distancia máxima me parece 
que tendría que tratar de ser explotado al máximo, porque no solo da tranquilidad al Directorio en 
cuanto al control de uno de los costos más grandes que tiene, sino que además levanta todas las 
suspicacias que se pueden presentar. Sé que en algunos casos no es aplicable; me imagino el de una 
camioneta asignada a la localidad de Tupambaé, pero en el caso del Directorio, de los técnicos y las 
Gerencias regionales, tendría que ser la norma la utilización de ese sistema. 


SEÑOR GRANUCCI.- Me parece que lo de la Diputada no fue una pregunta sino una afirmación con 
la que puedo llegar a coincidir. No es sencillo. Uno puede pensarlo para organismos que tienen 
vehículos de uso urbano, pero el problema es que en lugares como la OSE la mayor parte del 
combustible se gasta en maquinaria pesada que no tiene Conve. Es muy difícil, porque no se las puede 
llevar a la estación y hay que llevar tanques. Ese es el costo grueso. Eso no quiere decir que 
tecnológicamente no sea posible encontrar una solución. Coincido con usted, pero en el caso de la 
aplicación puede tener dificultades técnicas específicas. De las 274 estaciones que tiene ANCAP con las 
24 que compró de Texaco, en aquel momento tenía creo que 42 estaciones con Conve, y no en todo el 
país ni en todas las ciudades que capitales. Hoy posiblemente sí. Entonces, necesariamente había 
complementarlo con la utilización de vales permanentemente. Posiblemente ahora todas tengan 
estaciones de servicio, pero yo, que he recorrido todo el país, sé que si usted agarraba la Ruta N* 7 que 
recorre Santa Clara, Cerro Chato y para atrás, no tenía ninguna. No sé ahora. Eso sí planteaba 
dificultades, y más cuando uno está recorriendo. Y ya le digo, con la maquinaria pesada es imposible, 
porque ni siquiera pueden ir a las estaciones de servicio a cargar. Pero estoy de acuerdo con que sería 
mucho mejor tener ese control. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quisiera hacer una reflexión previa a la pregunta. 


Yo realmente estoy más que satisfecho. ¿Sabe por qué, señor Presidente? Esto no pretende ser el motivo para 
el ingreso a un debate político. Nos estamos nutriendo cada vez más de elementos que van a permitir, cuando 
seguramente en este país cambien las legítimas mayorías parlamentarias que existen, crear ámbitos de 
investigación, porque parecería ser que lo que se hizo antes estaba todo mal y que lo que se hace ahora está 
todo bien. Hemos dejado constancia en más de una oportunidad, señor Presidente usted lo sabe, de la 
ambivalencia y el compartimento de criterios. Ni qué hablar de lo que refiere a la publicidad. 


En cuanto a la publicidad, cuando se trata con esa agudeza, a mí me reconforta saber que desde el oficialismo 
también se comparten criterios. Un integrante de esta Comisión dijo está en la versión taquigráfica: que es 
cierto que es muy difícil conseguir publicidad en el interior. Entonces uno se pregunta de qué viven los 
diarios del interior. Viven de la venta. Muchos de ellos tienen varios miles de suscriptores, pero también 
viven de este apoyo directo que, por otra parte, yo creo que está muy bien que hace este Gobierno y también 


lo hicieron los anteriores. Eso justifica buena parte de los costos que tienen los medios de comunicación del 
interior. 


Yo creo que ese es un reconocimiento implícito, tácito, de lo que estamos hablando. Lo que antes estaba tan 
mal, ahora si lo hace este Gobierno está bien. Eso me alegra porque veo que lo que antes estaba muy mal 
ahora parece que está tomando otra óptica, se está viendo de distinta manera. 


Volviendo al punto sale del ámbito y del objeto de esta Comisión, pero véase qué interesante, en 2006, en 
canales abiertos de televisión tenemos cuatro canales, a uno se le da una publicidad de $ 38.056, a otro se le 
da una publicidad con dos avisitos: uno, uno. Al segundo que nombro, el “B” por llamarlo de alguna manera, 
se le dan dos avisos por la friolera de $ 154.000. Esto supera ampliamente la otra cifra; se ve que acá también 
hubo un criterio muy equilibrado. Al año siguiente, tratamos de empardar un poquito la cosa. Al canal “A” le 
volvemos a dar por un avisito por $ 138.376 y al canal “B”, otro por $ 92.250. Como no hubo equilibrio, al 
canal “B” le volvemos a dar otro aviso por $ 94.000 más, logrando la cifra de $ 186.550. Por supuesto, 
mucho mayor la que le dimos al canal “B”. 


O sea, esa ambivalencia que la podemos discutir, que es tan técnica, es una agudeza que me alegra que aquí 
la estemos también comparando y debatiendo para ver que hay realidades o indicadores que señalan que 
también ahora hay cosas que se están haciendo mal. 


En lo que respecta a lo que se decía hoy, me queda una duda que se la voy a formular al invitado. Se habló 
mucho de un taller Puerta Grande. La pregunta específica es: ¿Ese taller sigue trabajando con el organismo 
OSE en la actualidad? ¿Hubo algún período en el que trabajó? 


SEÑOR GRANUCCI.- Por mi conocimiento, después de toda esta batahola a propósito de las 
contrataciones de repuestos, siguieron contratando en el mismo taller por una sencilla razón: porque 
era el único que le daba crédito a la OSE. No había una antojadiza preferencia por el taller Puerta 
Grande, que no sé ni de quién es. Lo que pasa es que como daba crédito, seguían operando ahí. 
Abrieron la cosa, vino el nuevo Directorio con la espada de la pulcritud ¿y qué hizo? Llamó a los 
mismos, porque eran los que le daban crédito, y volvió a trabajar con Puerta Grande. 


Ahora Puerta Grande hizo un agujero y salió disparando. El Presidente sabe, al igual que yo, que la pobre 
gente quedó acampando ahí adentro y trancó, y el tipo desapareció, creo que hasta abandonó el país. Así que 
no trabaja más ni con la OSE ni con nadie, pero terminó trabajando con la OSE. 


SEÑOR BERNINI.- Nosotros tenemos la información de que cuando asume la nueva Administración 
se comienza a llamar a licitación para reparar vehículos. De dieciocho licitaciones convocadas, Puerta 
Grande se presenta a diez, de las cuales gana dos. Digo esto a los efectos de aclarar. 


SEÑOR GRANUCCI.- No conozco cómo fueron los trámites de adjudicación. Sé que siguen sin hacer 
licitaciones generales. Me imagino que habrá sido un llamado de precios y puede adolecer de las 
mismas dificultades que señalaban para otros. Lo que sé es que no trabaja más porque está cerrado. 
Ese es un dato de la realidad. Y lo que sé también es que yo nunca llevé un auto mío ahí porque la 
tecnología que tiene mi auto no es para ese tipo de taller. 


SEÑOR ESPINOSA.- Hay otras cosas que le vamos a formular oportunamente para no robarle más 
tiempo al invitado; va a ser un tema de análisis interno de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR BRENTA.- Yo no logro entender las cosas cuando no se dicen claramente. No entiendo lo del 
canal “A” y “B”, pero ya lo veremos más adelante. 


Voy a entregar la Resolución N* 1665/05 de la OSE, que la saqué de la página web. Ahora la OSE publica en 
su página web las resoluciones del Directorio, cosa que antes no se hacía. 


SEÑOR GRANUCCI.- Sí, siempre se hizo. 


SEÑOR BRENTA.- Esta es la resolución que establece la solicitud del Ministerio de Educación y 
Cultura respecto a la publicación de “El Abrojo”, que fue mencionada, y los fundamentos. En todo 
caso se la dejo al Presidente y que se reparta a los miembros de la Comisión para despejar las dudas y 
al señor Granucci, que la mencionó. 


SEÑOR GRANUCCLI.- Me parece muy bien que me haga la aclaración. 


Quiero decir dos cosas como información general. El sistema por el cual se publican las resoluciones en la 
página web es anterior a la Administración que yo ocupé, o sea que desde siempre fue así. Ahora se 
eliminaron algunas partes. Por ejemplo, la administración de viáticos no está tan clara actualmente, pero el 
resto siempre fue así. No es mérito de mi Administración; ya existía de antes. 


Cuando fue hecha la publicación en “El Abrojo” posiblemente después pueden haberla regularizado, porque 
este tema ha desatado una tormenta, cuando se inició, con el objetivo que fue cumplido, el monto que fue 
invertido fue significativo, sin lugar a dudas. 


SEÑOR BRENTA.- Usted me decía que las publicaciones referentes a viáticos en el período en que 
usted fue Director se publicaban en la página web. 


SEÑOR GRANUCCI.- Sí. 


SEÑOR BRENTA.- O sea que los pagos de viáticos a los funcionarios asignados al Directorio eran 
publicados en la página web. 


SEÑOR GRANUCCI.- No. Estaban publicados los que aprobaba el Gerente General. 
SEÑOR BRENTA.- Los de los Directores no se publicaban. 


SEÑOR GRANUCCI.- No. Esos eran los únicos que se publicaban. Eso porque estaba en la página web 
desde antes, desde siempre. La página autorizada por el Gerente General estaba ahí. El resto del país y 
el resto de las Divisiones no estaban. Esos estaban porque yo los vi ahí. 


Es más, les digo por qué los vi. Porque en su momento se creó la Comisión de Contralor. Ese monto de 
viáticos que aprobaba el Gerente General figura en página web. Como había un montón de funcionarios, 
nadie explicaba y eran todos de la Secretaría no de los despachos sino del edificio central, que eran los que 
dependían de ahí, pedimos que hicieran una investigación. Ahí se creó la Comisión que investigó esos 
viáticos y empezó a autorizarlos o a elevar al Directorio los que eran autorizables. El resto de los viáticos, 
que vienen mensualmente en unas planillas enormes, que son como cuarenta páginas, de todo el país, esos 
aparecían en la página web. 


SEÑOR BRENTA.- O sea que no aparecían los de los Directores. 


SEÑOR GRANUCCI.- Ni los de los Directores, porque teóricamente tendrían que haberlos autorizado, 
ni los de los demás Directores, ni los del resto de los funcionarios de la Administración. Únicamente 
aparecían los que el Gerente General autorizaba; algunos viáticos en especial. Creo que eran viáticos 
con respecto a tareas especiales. Esos específicamente sí estaban; no los del Directorio. En cuanto al 
resto de los Directorios y de la Administración Pública no figuraban en la página web, ni creo que 
figuren ahora. 


Si quieren buscar, puede ser que figuren por los nombres de los funcionarios. No lo sé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sus explicaciones fueron más que claras y exhaustivas. Le 
agradecemos su presencia, su tiempo y la información que nos ha brindado. 


Además, le solicitamos que aquella información que usted considere conveniente para la Comisión varios 


detalles han sido mencionados nos la acerque a los efectos de incorporarla a la base documental sobre la cual 
estamos trabajando. 


Se levanta la reunión 


Tínaa dal nia da nánrina 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


